[bookmark: _Toc366755199]Nº 41-21
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las ocho horas treinta minutos del once de octubre de dos mil veintiuno.
Sesión ordinaria virtual con asistencia del doctor Juan Carlos Segura Solís, de las licenciadas Ingrid Moya Aguilar, Ana Lucrecia Ruiz Rojas y de los licenciados Arnoldo Hernández Solano y Freddy Chacón Arrieta, así como del integrante suplente licenciado Parris Quesada Madrigal en sustitución del máster Carlos Montero Zúñiga.
Asimismo, asiste en calidad de invitado el MPM. Oslean Mora Valdez, como Director interino de la Junta en temas administrativos de conformidad con el permiso con goce de salario otorgado por el Consejo Superior en sesión N° 83-2021 celebrada el 23 de setiembre de 2021, artículo XXXVIII. 
[bookmark: _Toc84564292][bookmark: _Toc82628027][bookmark: _Toc76714061][bookmark: _Toc74918986]ARTÍCULO I 
Documento N° 1282-2021
Aprobación del Acta N° 40-2021 de la sesión celebrada el lunes 4 de octubre de 2021.

Se acordó por unanimidad: Aprobar el acta N° 40-2021 de la sesión celebrada el 4 de octubre de 2021. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc84564294][bookmark: _Toc62827173]ARTÍCULO II 
Documento N° 1276-2021

Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría General de la Corte. 

Por unanimidad se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría General de la Corte. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc84564296]ARTÍCULO III 

Documento N° 1239-2021 / 1242-2021 / 1243-2021 / 1244-2021, 1246-21, 1250-21, 1277-2021
[bookmark: _Hlk84833129]Mediante correo electrónico del 29 de setiembre de 2021, los licenciados José Manuel Arroyo Gutiérrez y Alfredo Jones León, ambos, jubilados judiciales, remitieron lo siguiente: 
“CARTA PUBLICA A LA JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL (FJPPJU)
Los que firmamos al pie de esta comunicación, en nuestra condición de jubilados y cotizantes del FJPPJU, en vista de manifestaciones públicas hechas por funcionarios de la Junta Administradora de nuestro Fondo, hacemos del conocimiento de ustedes, lo siguiente: 
1. El pasado 11 de setiembre en el Diario La Nación, el Lic. Carlos Montero Zuñiga, Vicepresidente, y el Lic. Oslean Mora Valdez, Director Ejecutivo a.i., ambos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial, manifestaron en cuanto a la posibilidad de invertir recursos del Fondo en el extranjero, que desde hace un año desarrollan un plan para salir a los mercados internacionales y que tienen previsto ejecutar los pasos finales de este plan para noviembre del presente 2021; asimismo señalaron que estarían sacando del país aproximadamente un 10% de la cartera de inversiones y que ese porcentaje podría ser mayor hasta alcanzar los montos máximos autorizados por la reglamentación de la SUPEN. Ese mismo sentido, se pronunció el Lic. Arnoldo Hernández Solano, Presidente de la Junta en entrevista publicada en el Diario Extra del 27 de setiembre del 2021.
2. Sobre el contenido de dichas declaraciones y como afiliados al citado Fondo, el cual pertenece, vale aquí recordar, a todas las personas servidoras judiciales, cotizantes en activo y  jubiladas o pensionadas, manifestamos nuestra oposición a que parte de nuestros recursos, se inviertan en el extranjero por existir, en primer lugar, claros impedimentos legales, y en segundo término, por significar un mayor riesgo asociado, sin efectivos controles administrativos desde Costa Rica, y ejercidos en cambio  por entidades financieras fuera de la jurisdicción nacional.
3. La salud actuarial de un Fondo de Jubilaciones y Pensiones como el nuestro,  está centrada,  en que la estructura de beneficios que otorga, esté acorde con la estructura de aportes de sus potenciales beneficiarios, de los que ya disfrutan de su jubilación y pensión y en el caso particular de Costa Rica, además, con los recursos que constitucionalmente están obligados a aportar el patrono y el Estado como tal, de manera proporcional conforme lo ha resuelto reiteradamente la Sala Constitucional.
4. Por su parte, desde el punto de vista financiero, es obligación asegurarse que el patrimonio obtenga rendimientos netos (rendimiento bruto menos inflación) “.... en las mejores condiciones de mercado, de manera tal que prevalezcan los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad (...)”, conforme lo regula el artículo 240-bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial, disposición normativa especial, que está por encima de cualquier otra reglamentación o legislación general y que se pretenda aplicar supletoriamente.
5. En los últimos seis años, en nuestro país  la inflación se ha mantenido en niveles por debajo de 3% e incluso en el año 2015 fue negativa, lo que ha permitido obtener mejores rendimientos netos, tal y como se cita en la página 36 del último estudio actuarial realizado al Fondo en el 2020, al indicarse que “...1. El 4.50% es el rendimiento esperado de las inversiones de las proyecciones actuariales en el largo plazo”  y durante “... los últimos 6 años, el fondo muestra rentabilidades reales superiores al 4.50%, La rentabilidad real observada para el 2020 es de 8.27%.”
6. Si con la decisión de invertir en títulos del sector público y privado,  en colones y dólares en el país, como se ha venido haciendo hasta la fecha,  se ha logrado superar con creces el porcentaje de rendimiento esperado de las inversiones en las proyecciones actuariales a largo plazo, se vuelve innecesario asumir mayores riesgos por inversión de parte de nuestro patrimonio en el extranjero. Ya se ha visto cómo el mercado financiero internacional es sumamente volátil. Así lo confirmó la crisis inmobiliaria del 2008 en los Estados Unidos de América, que se extendió a los demás mercados financieros, causando que ahorrantes e inversores en fondos de pensiones, se vieran de la noche a la mañana, sin un centavo en sus cuentas. En el país, también se han dado casos de inversiones fallidas en el extranjero que han llevado a litigios y discusiones internas, sobre si las entidades financieras estaban o no autorizadas y si finalmente existe alguna posibilidad de recuperar las pérdidas y costos de esas inversiones.
7. Adicionalmente, el artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial cita taxativamente en qué instrumentos y mercados, se pueden invertir los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial  y no contempla la inversión de recursos en el extranjero, conforme se observa en la transcripción literal del citado artículo, 
“a)	Hasta un veinticinco por ciento (25%) del Fondo, en operaciones de crédito por intermedio de instituciones bancarias del Estado, cooperativas, cajas de ahorro, asociaciones y sindicatos de servidores, jubilados o pensionados del Poder Judicial, que cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), lo anterior para financiar préstamos para construcción o mejoramiento de vivienda y otros de carácter social para sus asociados, según el reglamento que al efecto debe dictarse, así como para la compra de terrenos, ampliación, remodelación, reforzamiento y construcción de edificios destinados al Poder Judicial, conforme a la reglamentación que se emita al efecto.
b)	Al menos un treinta por ciento (30%) del Fondo, en títulos emitidos por el sector público.
c)	En instrumentos financieros emitidos por fideicomisos:
1)	Con entidades financieras, públicas o privadas, para colocar recursos destinados a préstamos personales de microempresas y vivienda.
2)	Con entidades financieras, públicas o privadas, para la participación en el desarrollo de proyectos productivos y de infraestructura de interés nacional o social.
d)	Valores de oferta pública inscritos en el Registro Nacional de Valores e Intermediarios, o en valores emitidos por las entidades financieras supervisadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF).
La Junta Administradora deberá realizar, anualmente, un estudio de su cartera crediticia según los parámetros de la SUGEF, el cual deberá ser aprobado por la Junta Directiva y enviado a la SUPEN, para las labores de supervisión y regulación respectivas.(...)” El resaltado se suple.”
9. Contrario a estar valorando la inversión de nuestro patrimonio en el exterior,  instamos a la Junta a realizar las acciones necesarias para que se puedan efectuar inversiones, por ejemplo, en entidades nacionales  financieras autorizadas,  cuyo fin sea desarrollar programas de vivienda y otros de interés social de las personas servidoras judiciales, jubiladas y pensionadas, lo mismo que para la compra de terrenos, ampliación, construcción, reforzamiento  y remodelación de edificios del Poder Judicial (inciso a) artículo 240 bis),  y en instrumentos financieros emitidos por fidecomisos para el desarrollo de proyectos productivos y de infraestructura de interés nacional o social (incisos b-1 y b-2 artículo 240 bis), respetando  los criterios ya reseñados que deben prevalecer en las inversiones por realizar bajo los principios de seguridad, liquidez y rentabilidad.
10. En resumen, por las razones técnicas y legales expuestas, reiteramos nuestra oposición a que una parte del patrimonio del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se inviertan en el exterior y más bien, se intensifiquen las acciones y decisiones que sean necesarias para invertir el patrimonio en las opciones e instrumentos que establece el artículo 240 bis de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Instamos a las personas servidoras judiciales, jubiladas y pensionadas que son las verdaderas dueñas del Fondo y a las organizaciones sociales y sindicales, a que se pronuncien a favor de la no inversión de recursos del Fondo en el extranjero, enviando su criterio a los correos juntafondoJPPJ@Poder-Judicial.go.cr  O  dirección_JUNAFO@poder-judicial.go.cr  
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Luego, en correo electrónico del 29 de setiembre de 2021, el señor Carlos María Jiménez Vásquez, jubilado judicial, remitió la siguiente gestión:
“Tomen nota de mi oposición a que inviertan en el extranjero dineros del Fondo de Pensiones.

Si deciden hacerlo y aún puedo, de haber menoscabo, serán uds responsables directos por mala o riesgosa administración.”
-0-
Asimismo, mediante correo electrónico del 29 de setiembre de 2021, el señor Luis Alberto Víquez Arias, jubilado judicial, informó:
“En mi condición de jubilado y perteneciente al fondo de pensiones y jubilaciones del Poder Judicial, me opongo rotundamente a la inversión de recursos del Fondo en el extranjero y apoyo la gestión impulsada por los señores José Manuel Arroyo Gutiérrez y Alfredo Jones León.  

(…).”
-0-
Luego, en correo electrónico del 29 de setiembre de 2021, el señor Gustavo Chen Quesada, comunicó lo siguiente:
“En relación a lo apuntado en la Carta Pública emitida por los señores José Manuel Arroyo G. y Alfredo Jones L. me permito manifestarles que comparto en todos sus extremos lo indicado.

Solo me resta indicarles como complemento a lo apuntado por los señores Arroyo y Jones, que el mercado internacional en estos momentos y en especial el Sector Financiero es tremendamente volátil. Esto por la conjunción tanto individual como la interacción de factores que le confluyen.

Las consecuencias por las que atraviesa la economía mundial a raíz de la Pandemia del SARS -COV 2 y más recientemente la crisis de liquidez de la segunda compañía inmobiliaria más grande de China "Evergrande" que le impide honrar su enorme deuda (unos 300.000 millones de USDólares). Sí bien está compañía tendrá repercusión en China, es claro que afectará el mercado financiero e inmobiliario internacional por efecto "en cadena" por el impacto en las finanzas de miles de proveedores a escala mundial y el posible desfinanciamiento de gran cantidad de bancos creando gran nerviosismo de inversores a escala mundial. Sí bien, esto no provocaría una crisis global como la acontecida en el 2008, puede que su efectos en mercado internacional sean de importancia para potenciales inversiones como las pretendidas por el FJPPJ en instancias fuera del país.

Ante lo apuntado en este correo y lo indicado en la Carta Abierta de los señores Arroyo y Jones, el posible destino de un 10% de los recursos financieros del FJPPJ por parte de la Junta Administradora, impera actuar con gran cautela y prudencia, siendo conveniente no hacer ese tipo de trato financiero en este momento.

(…).”
-0-
[bookmark: _Hlk84436875]El licenciado Sergio Arturo González León, mediante correo electrónico del 30 de setiembre de 2021, gestionó lo siguiente:
“Con relación al asunto conocido como “inversión de recursos del dineros pertenecientes al fondo de jubilados del Poder Judicial “ ,  y que tiene igualmente relación a la carta pública dirigida a la junta de Administradora del Fondo de Jubilaciones suscrita por don José Manuel Arroyo y don Alfredo Jonás León de fecha 29 de septiembre de este año, me permito indicar que NO ESTOY DE ACUERDO con la idea de invertir dineros del fondo pertenecientes al Fondo de Jubilación y Pensiones del Poder Judicial, lo anterior por el alto riesgo potencial que implica dicha inversión.”
-0-
[bookmark: _Hlk84436525]La señora Nelly Iveth Salas Granados, mediante correo electrónico del 30 de setiembre de 2021, gestionó:
“En relación a lo señalado en la Carta Pública de los señores José Manuel Arroyo Gutierrez  y Alfredo Jones León, me permito manifestar que comparto en todos sus aseveraciones.

Apoyó también las afirmaciones del señor Gustavo Chen respecto a, “que el mercado internacional en estos momentos y en especial el Sector Financiero es tremendamente volátil. Esto por la conjunción tanto individual como la interacción de factores que le confluyen.

Las consecuencias por las que atraviesa la economía mundial a raíz de la Pandemia del SARS-COV 2 y más recientemente la crisis de liquidez de la segunda compañía inmobiliaria más grande de China "Evergrande" que le impide honrar su enorme deuda (unos 300.000 millones de USDólares). Sí bien está compañía tendrá repercusión en China, es claro que afectará el mercado financiero e inmobiliario internacional por efecto "en cadena" por el impacto en las finanzas de miles de proveedores a escala mundial y el posible desfinanciamiento de gran cantidad de bancos creando gran nerviosismo de inversores a escala mundial. Sí bien, ésto no provocaría una crisis global como la acontecida en el 2008, puede que su efectos en mercado internacional sean de importancia para potenciales inversiones como las pretendidas por el FJPPJ en instancias fuera del país.”
Es por lo que les solicito que no arriesguen los dineros del fondo en aventuras bursátiles. Sin lugar a dudas ese 10% de los recursos financieros del FJPPJ es necesario para que el mismo se mantenga estable!! No vale la pena tomar decisiones temerarias!!!.”

-0-
Mediante oficio número 062-DJA-2021 del 07 de octubre de 2021, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas, así como por el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Director interino de la JUNAFO, Jefe Proceso de Operaciones y Jefe interino de Proceso Financiero, se remitió el siguiente informe:
“Conforme a lo requerido, me permito remitir para su estimable conocimiento y consideración, oficio N°…. mediante el cual se atienden las principales observaciones emanadas producto de la Carta Pública adjunta. 
Lo anterior para, si a bien lo estiman, ser considerado en la sesión del lunes 11 de octubre de 2021, con lo cual sería un insumo para la respuesta que finalmente determine conveniente, este cuerpo colegiado.
Espero la información les sea de utilidad.
“Para su estimable consideración y valoración, a continuación, se remite criterio desde un enfoque técnico de la Dirección de la JUNAFO sobre el documento titulado “Carta Pública a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, comunicado el 29 de setiembre de 2021.
Es importante destacar que, la nota posee como eje central la oposición a que se realicen inversiones en mercados internacionales con recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ), por impedimentos legales y por significar un mayor riesgo asociado al tipo de inversiones en dichos mercados, según  criterio emitido por los estimables jubilados judiciales; no obstante, es deseo de la Dirección de la JUNAFO, como órgano técnico, presentar las razones de la viabilidad de inversión en estos mercados desde un enfoque legal, profesional y responsable. Para lo cual se enumeran las siguientes consideraciones:

Incisos 1,4,5,6 del documento:
Es importante mencionar que, efectivamente se tiene un plan de acción para salir próximamente a los mercados internacionales, con el fin de incrementar la reserva del FJPPJ y en procura de mejorar las condiciones de todas las personas beneficiarias, principalmente considerando la coyuntura económica actual (bajos rendimientos en el mercado local), las reducidas alternativas de inversión en el sector público y privado costarricense, evitar excesos de inversión y cumplir con los límites regulatorios de acuerdo con la normativa vigente de la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 
Actualmente, el mercado financiero local es poco profundo, no se tienen muchas posibilidades de colocación de acuerdo con los plazos y rendimientos atractivos para el FJPPJ, dada la alta liquidez que se presenta actualmente en todo el sistema financiero. 
Para incursionar en los mercados internacionales, se cuenta con personal capacitado, documentación de soporte y otros elementos tales como herramientas de valoración y análisis, necesarios para sentar las bases de la operativa de este tipo de transacciones, adicionalmente se cuenta con la aprobación de una Política de Inversiones para Mercados Internaciones, Política de Riesgos, que cumplen con las condiciones establecidas a nivel del Reglamento de Gestión de Activos y demás normativa aplicable.
Es importante destacar que, gracias a la aplicación de criterios técnicos en la gestión del portafolio de inversiones del FJPPJ, se ha logrado mejorar los niveles de rendimiento asociados a dicha cartera, conforme se expone a continuación:

[image: ]
Fuente: Sistema de Carteras de Inversión del Poder Judicial

La administración en su gestión cotidiana, valora las expectativas de los indicadores macroeconómicos locales e internacionales, determinando que las opciones en el mercado costarricense presentan una clara tendencia a la disminución de los niveles de rentabilidad implícita, lo cual representa un riesgo a la posibilidad de mantener los niveles de rendimiento obtenidos en los últimos años, mientras que en mercados internacionales existen opciones de inversión con mejor perfil de riesgo asociado y mayores niveles de bursatilidad, liquidez y posibilidad de ganancias de capital que mejoren en términos generales el rendimiento del FJPPJ. 
En complemento a lo expuesto anteriormente, la inversión en mercados internacionales permite gestionar el riesgo país y el riesgo de crédito. El índice EMBI (Emerging Markets Bonds Index o Indicador de Bonos de Mercados Emergentes), uno de los más importantes utilizados en el mercado internacional y que mide la diferencia de tasa de interés que pagan los bonos denominados en dólares, emitidos por países en vías de desarrollo versus los Bonos del Tesoro de Estados Unidos, que se consideran “libres de riesgo”, se infiere que la perspectiva de riesgo para Costa Rica sigue siendo alta, la calificación del país se mantiene por debajo de grado de inversión. Por lo que la estrategia de inversión busca lograr desconcentración y diversificación del portafolio del FJPPJ, siempre bajo los criterios de seguridad, liquidez y rentabilidad; seguidamente se presenta el gráfico del Índice del EMBI, donde se detalle la perspectiva de riesgo para los países latinoamericanos.
Gráfico N°1
Indicador EMBI
-Octubre 2021-
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Fuente: Elaboración propia con datos de Bloomberg

Adicionalmente es importante indicar que, la mayoría de las Operadoras de Pensiones locales ya cuentan con un porcentaje considerable de recursos invertidos en estos mercados tomando en cuenta premisas como diversificación, rentabilidad, liquidez y por una amplia oferta de valores (profundidad de mercado). Sin duda, el mercado local no es suficiente para que el sistema de pensiones y en consecuencia el FJPPJ puedan colocar todos sus recursos. En el siguiente gráfico se muestra el aumento en posiciones de mercado internacional por las OPC; específicamente en el Régimen Obligatorio de Pensiones Complementarias (ROPC) en un comparativo de junio 2020 a junio 2021, el monto invertido en estos activos asciende a aproximadamente ¢8 billones. 

Gráfico N°2
Composición de Portafolio OPC
-Junio 2021-
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Fuente: Elaboración propia con datos de la Superintendencia de Pensiones.

Inciso N° 2,6,7 del documento:
Cabe mencionar que, actualmente no se tiene ningún impedimento legal para invertir en los mercados internacionales. Sobresale que, el artículo N° 237 de la Ley N°9544 REFORMA DEL RÉGIMEN DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL, CONTENIDO EN LA LEY N.º 7333, LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL, DE 5 DE MAYO DE 1993, Y SUS REFORMAS establece: 
“Los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones deberán ser gestionados de conformidad con la Ley N.º 7983, Ley de Protección al Trabajador, de 16 de febrero de 2000, y la normativa que al efecto ha establecido el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (Conassif) y la Superintendencia de Pensiones (Supén)”. El destacado no es parte del original”.
Al respecto se debe mencionar que la ley de Protección al Trabajador N° 7983, establece en su artículo N° 62 lo que a continuación se destaca:
“Inversiones en mercados y títulos extranjeros. La Superintendencia podrá autorizar la inversión hasta de un veinticinco por ciento (25%) del activo del fondo en valores de emisiones extranjeras que se negocien en mercados de valores organizados en el territorio nacional o el extranjero. No obstante, si el rendimiento real de las inversiones del régimen de pensiones complementarias en valores nacionales es igual o menor que los rendimientos internacionales, el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero, podrá autorizar la ampliación del límite hasta el cincuenta por ciento (50%), de acuerdo con las disposiciones reglamentarias que emitirá”. 

En línea con lo anterior, es de vital importancia destacar que, en el Reglamento de Gestión de Activos aprobado y vigente por el CONASSIF, específicamente en el artículo N° 67. Límites generales inciso b, se establece: 

“b. En valores emitidos en el mercado extranjero hasta el 25%. Este porcentaje puede ser ampliado hasta el 50% demostrando, con base en el cumplimiento de las disposiciones previstas en el “Título II. Gobierno de las Inversiones”, que la ampliación del límite cumple con lo establecido en el artículo 62 de la Ley de Protección al Trabajador.”  El destacado no es parte del original.
Ahora bien, indudablemente las inversiones tanto en el mercado local, como en el mercado internacional tienen riesgos asociados; no obstante, se adopta como política estratégica, la administración integral de sus riesgos, con el propósito de orientar el proceso de identificación, análisis y gestión de los riesgos expuestos. Asimismo, se estableció una estructura funcional y organizacional que le permite desarrollar el proceso, la cual es congruente con la naturaleza, complejidad y el volumen estimado de sus operaciones.
Por otra parte, dada la naturaleza propia del Fondo: operación en los mercados financieros, su exposición y necesidad de visión de largo plazo, su perfil de riesgo se define como “moderado”. De acuerdo con esta definición, se dispondrá de una inversión mayoritariamente en instrumentos catalogados como moderado-conservador y admite un componente que puede incluir inversiones en mercados financieros internacionales.
De acuerdo con las buenas prácticas y como lo establece la Superintendencia de Pensiones (SUPEN), cuenta con comités técnicos altamente capacitados y con la experiencia y formación en materia económica, financiera y bursátil. 

Inciso N°3 del documento: no se tienen observaciones sobre la apreciación emanada.
Inciso N°8 del documento: no existe en el documento inciso con dicha numeración.
Incisos N°9 y 10 del documento: 
Es importante destacar que, la JUNAFO ha realizado las gestiones necesarias para poder colocar parte de los recursos en operaciones de crédito para las personas beneficiarias del FJPPJ, no obstante, tal y como fue expuesto en el informe de rendición de cuentas realizado el pasado 08 de setiembre de 2021, se destacaron los esfuerzos realizados por la JUNAFO para materializar esta posibilidad, de los cuales valdría la pena recordar que:

a)	Hubo negativa de las entidades del sistema financiero ante las facilidades de liquidez y condiciones que actualmente les está brindando el Banco Central de Costa Rica.
b)	El Poder Judicial como institución, accede a líneas de créditos con mejores condiciones de financiamiento, de las que se le podría ofrecer eventualmente por parte del FJPPJ dado que los recursos del FJPPJ necesitan cumplir con un objetivo de rendimiento actuarial.
c)	Adicionalmente se destaca que la ley permite la colocación de recursos en cartera de crédito, únicamente en entidades que “cuenten con la plataforma que les permita administrar dichos recursos y estén supervisadas y autorizadas por la Superintendencia General de Entidades Financieras (Sugef)”, situación en la cual la mayoría de los gremios del Poder Judicial no cumplen.
En adición a lo anterior, se destaca que el crédito en general está contraído porque las necesidades de recursos por parte de estas entidades son casi nulas.
Vale la pena destacar que la condición actual bajo la cual se regula el FJJPJ difiere de manera significativa al acostumbrado en anteriores administraciones, siendo que el objetivo de la reforma planteada a la Ley Orgánica del Poder Judicial es precisamente que imperen los criterios técnicos y la normativa a la cual se acogen los entes regulados, por encima de cuestiones de carácter político. Los cambios a los que ha sido sometido este régimen de jubilación previos a la ley permitieron pasar de una concentración del 100% en el Sector Público a niveles inferiores al 80% normativo, mejorando en más de 250 p.b. el rendimiento promedio del portafolio administrado. 
Ninguna inversión puede garantizar un nivel de rendimiento o la ausencia total de riesgo, sin embargo, desde el punto de vista de la teoría de administración de portafolios, acceder a una mayor diversificación a través de los mercados internacionales, permitiría mejorar el perfil de riesgo de la cartera, obtener mayor liquidez e invertir en monedas históricamente fuertes versus el colón; todo en procura de una mayor profesionalización de la administración de este régimen.
Considerando todo lo anterior, desde un punto de vista técnico, el cual considera las condiciones económicas actuales, así como las reducidas alternativas de inversión en el sector público y privado costarricense, y en aras de garantizar la solvencia del FJPPJ desde la perspectiva de seguridad, liquidez, rentabilidad, diversificación, calce de plazos y demás elementos técnicos es que se recomienda incursionar paulatinamente en los mercados internacionales, tal y como lo ha hecho el sector de pensiones de manera generalizada.”
-0-
Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibida la nota suscrita por los licenciados José Manuel Arroyo Gutiérrez y Alfredo Jones León, ambos, jubilados judiciales, mediante correo electrónico del 29 de setiembre de 2021, denominada “Carta Pública a La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJU), así como las manifestaciones de apoyo a la nota de cita presentadas por las personas jubiladas judiciales, Carlos María Jiménez Vásquez, Luis Alberto Víquez Arias, Gustavo Chen Quesada,  Sergio Arturo González León, y Nelly Iveth Salas Granados. 2) Tener por conocido el oficio 062-DJA-2021 del 07 de octubre de 2021, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez y José Andrés Lizano Vargas, así como por el licenciado Fabián Salas Fernández, por su orden, Director interino de la JUNAFO, Jefe Proceso de Operaciones y Jefe interino de Proceso Financiero, mediante el cual brinda su criterio técnico, respecto a la viabilidad de inversión en los mercados internacionales, el cual se acoge en todos sus extremos. 3) Hacer de conocimiento de las estimables personas jubiladas judiciales gestionantes que este cuerpo colegiado a seguido el debido proceso técnico necesario en procura de una mejora significativa en los niveles de rendimiento de la reserva del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, y tal como se ha demostrado en el criterio técnico de la Dirección del Fondo, el mercado como un todo se ha visto la necesidad de dirigirse a los mercados internacionales en busca de mejorar el perfil de riesgo asociado a sus carteras, en razón de lo cual no se valoran impedimentos para continuar con los planes de acción definidos. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc84564306]ARTÍCULO IV 
Documento N° 1107, 1262-2021

	Mediante oficio N° DJ-AJ-2427-2021 del 04 de octubre de 2021, la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina, informó lo siguiente:
“En atención al oficio N° 863-2021 de 30 de setiembre del 2021, mediante el cual se comunicó el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 39-2021  celebrada el 27 de setiembre del 2021, artículo IX, en que se acordó solicitar a esta Dirección Jurídica remitir un criterio para las másteres Lindsay Rodríguez Cubero y Kattia Valerio Jiménez, Juezas del Tribunal Contencioso Administrativo, mediante la que remitieron recurso de revocatoria y reconsideración contra los oficios N° 826 y 827-2021, se informa que dicha solicitud le fue asignada la referencia N° 1255-2021 para su atención.

Asimismo, debe señalarse que esta gestión será atendida conforme lo permitan las posibilidades de esta Dirección Jurídica, dada la alta carga de trabaja que tiene, que supera la capacidad de respuesta del personal a cargo, y tomando en consideración la existencia de otras solicitudes de criterios enviadas por la Corte Plena y el Consejo Superior, las cuales tienen orden de atención prioritaria, según lo dispuesto por el Consejo Superior en la sesión N° 54-18 celebrada el 14 de junio del 2018, artículo LXXVIII.

Por otra parte, se recuerda que el cumplimiento de lo dispuesto en la Ley de Protección al ciudadano del exceso de requisitos y trámites administrativos, Ley N° 8220, es competencia del órgano requirente de la solicitud de pronunciamiento; por tanto, se recomienda que, si una vez transcurridos diez días hábiles y no se ha podido aún dar respuesta al administrado, en espera de este criterio o por algún otro motivo, la Junta deberá generar una indicación formal a la persona requirente, en el sentido de que a su trámite se le está dando el curso respectivo con el fin de obtener una debida motivación de la respectiva decisión. Lo anterior, a efecto de prevenir el ejercicio del derecho de acción ante órganos jurisdiccionales para el cumplimiento del artículo 27 y 41 constitucional.” 

-0-   

En sesión N° 54-2018, celebrada el 14 de junio de 2018, artículo LXXVIII, se aclaró a la Dirección Jurídica que en razón de que esa dirección es un órgano adscrito a la Corte Plena y asesor del Consejo Superior, las únicas consultas jurídicas que debe atender son las de estos órganos y la Dirección Ejecutiva, por lo tanto las solicitudes de criterio presentadas directamente a esa dirección deben de ser rechazadas.
Posteriormente, en sesión N° 39-2021 del 27 de setiembre de 2021, artículo IX, se tuvo por recibida la gestión de 20 de setiembre de 2021 de las másteres Lindsay Rodríguez Cubero y Kattia Valerio Jiménez, Juezas del Tribunal Contencioso Administrativo, mediante la que remitieron recurso de revocatoria y reconsideración contra los oficios N° 826 y 827-2021 y de previo a resolver lo que corresponda, se remitió la gestión a la Dirección Jurídica del Poder Judicial para que emitiera criterio respecto a los manifestado por las petentes.
Seguidamente en sesión 67-2021 celebrada el 05 de agosto de 2021, artículo LVII, se acordó lo que en su parte dispositiva dice:
“Conforme al criterio jurídico N°DJ-C-524-2020 del 19 de agosto de 2020, conocido en sesión N° 84-2020 celebrada el 28 de agosto de 2020, artículo XVI, se acordó: Acoger parcialmente la gestión presentada por las licenciadas Lindsay Rodríguez Cubero y Kattia Valerio Jiménez, Juezas del Tribunal Contencioso Administrativo, en consecuencia: mantener vigente para efectos de anualidades los acuerdos tomados en las sesiones N° 109-2014 celebrada el 18 de diciembre de 20214, artículo XXII y N° 8-2016 del 28 de enero de 2016, artículo XLVII, por tratarse de un asunto que le compete a este Consejo Superior. En cuanto a las demás solicitudes se trasladan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones para que de acuerdo a su competencia dilucide lo que corresponda.
 
Hacer este acuerdo de conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones y de las gestionantes.”

- 0 -

Por unanimidad, se acordó: 1) Tomar nota de lo indicado por la máster Argili Gómez Siu, Sub Directora Jurídica interina en oficio N° DJ-AJ-2427-2021 del 04 de octubre de 2021, y estar a la espera del criterio solicitado en sesión N° 39-2021 del 27 de setiembre de 2021, artículo IX. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de las másteres Lindsay Rodríguez Cubero y Kattia Valerio Jiménez, Juezas del Tribunal Contencioso Administrativo. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc84564308]ARTÍCULO V 
Documento N° 132, 1241-2021

	En sesión N° 38-2021 celebrada el 20 de setiembre de 2021, artículo X, se tuvo por recibido los informes 284-PF-2021 y 283-PF-2021 del 27 de agosto de 2021, en los cuales remitieron el informe del análisis comparativo de títulos valores entre el fondo de jubilaciones y pensiones del Poder Judicial y los entes custodios con corte al 31 de julio 2021.
	Mediante oficio N°349-PF-2021 del 29 de setiembre de 2021, el máster Oslean Mora Valdez y el licenciado Fabián Salas Fernández; por su orden, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y Jefe interino de Proceso Financiero, informaron lo siguiente:
“En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones N.º 33-14 del 10 de abril de 2014, artículo XCIX y N.º 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV y lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en esta Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de agosto de 2021, de lo cual es importante indicar: 

 Como se mencionó en informes anteriores, el formato y contenido del estado de cuenta para las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial que remite mes a mes la custodia del BCR, mantiene inconsistencias para realizar la conciliación de títulos valores. 

La situación anterior ha implicado que: 

➢ Para que el Poder Judicial realice la conciliación requiere manipular los datos del estado de cuenta remitidos por el Custodio, para lograr conciliar la información con los datos generados en los reportes del Sistema de Inversiones del Poder Judicial 

· Para algunas de las operaciones no ha sido posible conciliar los cupones uno a uno, por cuanto el estado de cuenta del Custodio agrupa algunos casos por fecha de vencimiento, al respecto se está solicitando al BCR corregir dicha situación. 

➢ Algunas operaciones no se mostraban en el estado de cuenta del Custodio, situación que se reportó al BCR; ya la mayoría se solucionaron, pero queda todavía una inconsistencia que el Custodio se comprometió y será corregida en los próximos meses. 

Así las cosas, se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares, colones y UDES, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a excepción de las situaciones descritas anteriormente, las cuales están siendo presentadas a la Custodia del BCR para su atención y corrección.”
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Una vez analizado el informe suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) y el licenciado Fabián Salas Fernández, jefe interino del Proceso Financiero, se acordó, por unanimidad: 1) Tener por recibido el oficio N° 349-PF-2021 del 29 de setiembre de 2021, en el cual remiten el informe del análisis comparativo de títulos valores entre el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial y los entes custodios con corte al 31 de agosto 2021. 2) Solicitar a la Dirección de la JUNAFO, propiciar la subsanación de las diferencias presentadas conforme el compromiso de la entidad bancaria. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones y del Comité de Auditoría para el respectivo seguimiento. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc84564310][bookmark: _Toc69743941]ARTÍCULO VI 
Documento N° 7-20, 1231-21
[bookmark: _Hlk84558022]La licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Rodolfo Castañeda Vargas, por su orden Subdirectora interina de Gestión Humana y jefe interino de la Sección Reclutamiento y Selección, mediante oficio N° PJ-DGH-RS-1150-21 del 24 de setiembre de 2021, gestionaron:
“Con relación al proceso para la designación del Integrante de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO), en forma atenta, se indica lo siguiente:

La Corte Plena, en sesión N.° 28-2021, celebrada el 05 de julio de 2021, artículo VI, acordó lo siguiente: 

[bookmark: _Hlk84438508]“Tener por conocido el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 26-2021 celebrada el 21 de junio del 2021, artículo III, en el que comunican la admisión de la renuncia del máster Mauricio Villalta Fallas, como representante titular de esa Junta Administradora y hacerles de su conocimiento que esta Corte en sesión N° 26-2021 de 28 de junio de 2021, artículo IV, entre otros puntos acordó tener por conocida la renuncia y comunicarlo al Tribunal Electoral Judicial con el fin de que se proceda a realizar el proceso para la elección en la plaza mencionada. Se declara acuerdo firme.”

Producto de lo anterior, la Comisión de Nombramientos, en sesión ordinaria virtual, el pasado, 12 de agosto de 2021, artículo V, acordó:

“La Corte Plena, en sesión N° 28-2021 del 05 de julio del presente año, artículo VI, conoció la renuncia del máster Mauricio Villalta Fallas, como integrante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en representación del colectivo. Por ello, en consulta realizada sobre la cantidad de vacantes que hay actualmente en representación del colectivo judicial, la señora Ingrid Moya Aguilar, tesorera de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mediante correo electrónico del 03 de agosto del año en curso, informó:
“…, en atención a su consulta, en forma atenta me permito informar que a esta fecha se encuentran descubiertas las siguientes plazas en representación del colectivo judicial:
1. Mauricio Villalta Fallas, integrante propietario (renuncia)
1. Mauricio Quirós Alvarez, integrante suplente (renuncia, nunca fue juramentado por Corte Plena)”
2. 
SE ACORDÓ: Ordenar a la Dirección de Gestión Humana que disponga del procedimiento para llenar estas vacantes.”
 
Con oficio N°3024-DE-2021 del 07 de setiembre de 2021, (adjunto) la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, comunicó a la Secretaria General de la Corte, entre otros puntos, lo siguiente: 

“…
3. Aunado a lo anterior, la Junta de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial acordó en sesión N° 33-2021 celebrada el 9 de agosto último, artículo III, literalmente dispuso:
       (…) 
Se acordó: 1) Tener por rendido el informe suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 2566-DE-2021 del 3 de agosto de 2021. 2) Con base en el inciso f) del artículo 37 del “Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” designar al licenciado Freddy Chacón Arrieta como integrante titular de la Junta Administradora en sustitución del máster Mauricio Villalta Fallas. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Corte Plena.
 
El integrante Chacón Arrieta se abstiene de votar. Se declara este acuerdo firme.” 

4. Finalmente, la Corte Plena en sesión N°. 34-2021, artículo III del 16 de agosto de 2021, en relación con lo anterior dispuso lo siguiente: 

“Se acordó: Tener por conocida la copia del oficio N° 2566-DE-2021 del 3 de agosto de 2021, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva y el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 33-2021 celebrada el 9 de agosto en curso, artículo III. 

El magistrado Sánchez se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme

Finalmente, correo electrónico de fecha 22 de septiembre de 2021, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva del Poder Judicial, comunicó a la Subdirección de Gestión Humana, lo que a continuación se transcribe:

“…a mi llegó una gestión de la Corte Plena y le envié una consulta a la JUNAFO ya que en el” Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” señala:

“…Artículo 15.- Juramentación de las personas integrantes del Tribunal Electoral Judicial y cese de la función del Tribunal. Las personas integrantes del Tribunal Electoral Judicial serán juramentadas por la Presidencia de la Corte. 
Las personas integrantes del Tribunal Electoral Judicial finalizarán sus funciones, una vez que los tres integrantes titulares de la Junta Administradora, así como los tres respectivos suplentes -todos de elección democrática por parte del colectivo judicial- hayan sido juramentados, y se encuentren resueltos todos los recursos que se hubieran interpuesto ante el Tribunal Electoral Judicial.”

En el oficio que te adjunto, se resume que la JUNAFO conoció el tema y designó a don Freddy Chacón, quien era suplente como titular y lo trasladó a la Corte, la cual a la vez lo tuvo el asunto por conocido.

Entiendo de lo anterior que la JUNAFO y la Corte comparten que para sustitución de los representantes del Colectivo Judicial se rige por la regla establecida en el inciso f) del artículo 37 que dice:

f) El Tribunal Electoral Judicial registrará y conservará el resultado de las elecciones, a fin de tener información sobre la cantidad de votos que obtuvo cada persona candidata, por si llegara a darse una eventual muerte, renuncia o despido de un titular, en cuyo caso, el respectivo miembro suplente que haya tenido más número de votos ocuparía el puesto del integrante titular ausente de la Junta Administradora y así sucesivamente si hubiere más vacantes, mientras se hace un nuevo concurso…” (sic)

De conformidad con lo antes expuesto y siendo que actualmente la sustitución de los integrantes de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (Colectivo Judicial) se rige por la regla establecida en el inciso f) del artículo 37 del “Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, la Dirección de Gestión Humana, no tendría que aplicar ningún procedimiento para la designación de estos cargos.

[bookmark: _MON_1693928002]ANEXOS




”
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En sesión N° 26-2021 celebrada el 28 de junio del 2021, artículo IV, se conoció la renuncia del máster Mauricio Villalta Fallas, como representante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte del Colectivo Judicial y se comunicó al Tribunal Electoral Judicial la renuncia del máster Villalta Fallas con el fin de que se proceda a realizar el proceso para la elección en la plaza mencionada.
Luego, la Corte Plena, en sesión N° 28-2021, celebrada el 05 de julio de 2021, artículo VI, dispuso lo siguiente:
“Tener por conocido el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 26-2021 celebrada el 21 de junio del 2021, artículo III, en el que comunican la admisión de la renuncia del máster Mauricio Villalta Fallas, como representante titular de esa Junta Administradora y hacerles de su conocimiento que esta Corte en sesión N° 26-2021 de 28 de junio de 2021, artículo IV, entre otros puntos acordó tener por conocida la renuncia y comunicarlo al Tribunal Electoral Judicial con el fin de que se proceda a realizar el proceso para la elección en la plaza mencionada. Se declara acuerdo firme.”
-0-

[bookmark: _Hlk84438300]Después, en la Corte Plena en sesión Nº 34-2021 celebrada el 16 de agosto de 2021, artículo III, tuvo por conocido el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 26-2021 celebrada el 21 de junio del 2021, artículo III, en el que comunican la admisión de la renuncia del máster Mauricio Villalta Fallas, como representante titular de esa Junta Administradora y se hizo de conocimiento que la Corte en sesión N° 26-2021 de 28 de junio de 2021, artículo IV, entre otros puntos acordó tener por conocida la renuncia y comunicarlo al Tribunal Electoral Judicial con el fin de que se proceda a realizar el proceso para la elección en la plaza mencionada. 
Luego, en sesión N° 36-2021 de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, celebrada el 30 de agosto del año 2021, artículo XXIII, se tuvo por conocido el acuerdo tomado por la Corte Plena en sesión N° 34-2021 celebrada el 16 de agosto de 2021, artículo III.”
-0-
Por unanimidad, se acordó: Tomar nota de lo informado por la licenciada Olga Guerrero Córdoba y el licenciado Rodolfo Castañeda Vargas, por su orden Subdirectora interina de Gestión Humana y jefe interino de la Sección Reclutamiento y Selección, mediante oficio N° PJ-DGH-RS-1150-21 del 24 de setiembre de 2021, respecto a que esa  Dirección no aplicará ningún procedimiento para la sustitución de los integrantes de la Junta Administrativa del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (Colectivo Judicial), con base en lo establecido en el inciso f) del artículo 37 del “Reglamento de Integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc84564312]ARTÍCULO VII 
Documento N° 1106-21, 1251-21
La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Waiman Hin Herrera y el doctor Mauricio Moreira Soto, por su orden Directora y Subdirectora de Gestión Humana y Jefe interino de Servicios de Salud, mediante oficio N° PJ-DGH-SSS-1203-2021 del 29 de setiembre de 2021, gestionaron:
“En atención al acuerdo de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, sesión N° 37-2021 celebrada el 6 de setiembre de 2021, oficio N° 814-2021, en el cual se conocen las gestiones realizadas por el señor Luis Pedro Piña Líos, Jubilado Judicial, en relación con la consulta sobre su participación en las actividades que se realizaban con las personas próximas a jubilarse y que, en lo que interesa dice:

“(…)Indicarle al señor Piña Líos, jubilado Judicial, que en el momento que se acogió a su jubilación, esta Junta Administradora no se encontraba conformada, tomando en consideración que inició funciones hasta el mes de enero de 2020, por lo anterior, la consulta presentada corresponde a una decisión administrativa del órgano competente en ese año, en ese sentido, se remite la presente acuerdo a la Dirección de Gestión Humana quien coordinaba esa actividad, para que valore lo que estime pertinente y le brinde la respuesta de la solicitud planteada”.

En línea con lo solicitado, nos permitimos indicar lo siguiente: 
· Los talleres de Preparación para la Jubilación se realizaban por parte del Área de Trabajo Social de los Servicios de Salud, su ejecución era anual y su objetivo era “promover la organización de las personas que laboran en la Institución próximas a jubilarse mediante la realización de diferentes eventos formativos que den respuesta a las diferentes necesidades de esta población”. 
· La inscripción a la actividad era voluntaria y la persona tenía la opción de realizarla mediante correo electrónico o llamada telefónica. 
· La invitación era publicada por la Oficina de Prensa y Comunicación mediante correo electrónico, a nivel nacional. Y en la misma se incluía las fechas del taller, los requisitos para poder participar y la fecha de cierre de la inscripción. 
· En el caso del año 2010, dicha publicación se realizó el 02 de setiembre y el cierre de inscripción se estableció el 18 de ese mismo mes. El taller se ejecutó en los días 05 y 12 de noviembre, en la Asociación de Jubilados y Pensionados del Poder Judicial (ASOJUPEN). El permiso de ejecución de la actividad, así como la autorización de asistencia por parte de las personas que se inscribieron, fue aprobada por el Consejo Superior, en la sesión Nº 90-10 celebrada el 7 de octubre del 2010.

Partiendo de lo anterior, al no realizarse las invitaciones de manera personalizada y siendo la inscripción voluntaria, la asistencia al taller de Preparación para la Jubilación estaba supeditada a la inscripción que realizara cada persona interesada.”
-0-
En sesión N° 108-2010 del 9 de diciembre de 2010, artículo XII, el Consejo Superior del Poder Judicial tomó el acuerdo que en lo conducente indica:

 “Se acordó: 1.) Aprobar la jubilación del servidor Luis Pedro Piña Líos, cuya asignación mensual será de ¢658.498,87 (seiscientos cincuenta y ocho mil cuatrocientos noventa y ocho colones con ochenta y siete céntimos), a partir del 27 de diciembre en curso. 2.) Agradecer a don Luis Pedro, los servicios prestados al Poder Judicial. 3.) Se advierte al señor Piña Líos, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente estatal, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, según lo establece el artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el Estado, de conformidad con lo normado en el artículo 586 del Código de Trabajo, la cantidad de 160 días. 

Los Departamentos de Personal y Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme”.

-0-
Luego, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en la sesión N° 37-2021 celebrada el 6 de setiembre de 2021, artículo X, por unanimidad se acordó indicarle al señor Piña Líos, jubilado Judicial, que en el momento que se acogió a su jubilación, esta Junta Administradora no se encontraba conformada, tomando en consideración que inició funciones hasta el mes de enero de 2020, por lo anterior, la consulta que presentó corresponde a una decisión administrativa del órgano competente en ese año, en ese sentido, se remitió el acuerdo a la Dirección de Gestión Humana quien coordinaba esa actividad, para que valorara lo pertinente y le brindara la respuesta de la solicitud planteada. 
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por conocido el informe suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Waiman Hin Herrera y el doctor Mauricio Moreira Soto, por su orden Directora y Subdirectora de Gestión Humana y Jefe interino de Servicios de Salud, mediante oficio N° PJ-DGH-SSS-1203-2021 del 29 de setiembre de 2021, mediante el cual responden a la  consulta planteada por el jubilado judicial Luis Pedro Piña Líos, en relación a la asistencia a los talleres de Preparación para la Jubilación que realizaban con las personas próximas a jubilarse. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del señor Luis Pedro Piña Líos. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc84564314]ARTÍCULO VIII 
Documento N° 1233-2021

	En sesión N° 104-2019 celebrada el 28 de noviembre de 2019, artículo LXVIII, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor Luis Carlos Rojas Jiménez, Investigador 1 de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, 7 años, 8 meses y 10 días, laborados para la Asamblea Legislativa, a partir del 29 de marzo de 2019.
	El licenciado Luis Carlos Rojas Jiménez, Agente de Investigación de la Sección de Robos del Organismo de Investigación Judicial, mediante correo electrónico del 28 de setiembre de 2021, manifestó lo siguiente:
“Por este medio yo, Luis Carlos Rojas Jiménez, cédula de identidad 3 0418 0758, actualmente nombrado como Agente de Investigación 1 en la Sección de Robos del Organismo de Investigación Judicial, deseo que no me sea rebajado más el monto de la diferencia de fondo de pensiones que se me ha rebajado por el último año, sin que esto afecte mis anualidades y demás pluses que se me reconocen en función del tiempo de servicio, esto por cuanto aún tengo muchos años por laborar en la institución y estas cuotas pueden ser cubiertas con normalidad.”
 
-0-   

Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibida la gestión del servidor judicial Luis Carlos Rojas Jiménez, Agente de Investigación de la Sección de Robos del Organismo de Investigación Judicial, mediante nota remitida en fecha 28 de setiembre de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Rojas Jiménez con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de noviembre de 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana acredite el tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Luis Carlos Rojas Jiménez para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación, en razón del tiempo acreditado.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme. 

[bookmark: _Toc84564316]ARTÍCULO IX 
Documento N° 1245-2021

[bookmark: marca8][bookmark: marca9]	En sesión N° 108-2019 celebrada el 12 de diciembre de 2019, artículo LI, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor Danilo Antonio González Araya, Agente de Protección 1 de la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos, 10 años y 6 meses, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública, a partir del 25 de abril del 2019.
	Mediante nota del 30 de setiembre de 2021, el servidor Danilo González Araya, Agente de Protección a Víctimas y Testigos del Organismo de Investigación Judicial, manifestó lo siguiente:
“Quien suscribe Danilo González Araya mayor, casado, Agente de Protección a Víctimas y Testigos del OIJ de San José, cédula de identidad 304430546; expongo y solicito lo siguiente: 

Primero: Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial de San José, como Agente de protección de víctimas y testigos, en fecha 18 de febrero del 2019. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Seguridad Pública, por un período de 10 años y 06 meses. 

Segundo: Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento, como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública, por ello, me comuniqué con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 49 años de edad; partiendo que tenía más de 10 años laborando para el Ministerio de Seguridad Pública (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido. Se incluye captura de pantalla del desglosé de planilla quincenal, el cual hace efectivo el pago aquí indicado  

Tercero: No obstante, y como es de conocimiento público, en fecha 22/05/2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224. 

Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años. 

Lo cual significó que, con tal reforma, mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 49 de edad desapareció, siendo ahora de 65 años de servicio, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público. - Por lo que, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión. 

Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de mí pensión, cuando me jubile como se pretendía. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones, además por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento. – 

Petitoria: Debido a lo exclamado por mí persona, solicito formal y humildemente a los miembros del Honorable Consejo Superior, se ordene cesar el cobro en relación al dinero por pago para compensar pensión ya que, con la reforma a la ley no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino que, además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad para obtener mi derecho a pensión. 

Cuando en su momento, esa expectativa era de 30 años de servicio y 49 años de. 

Solicito, además se me reintegre el monto rebajado hasta el momento, el cual era utilizado para equiparar dicho rubro siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el cien por ciento de la pensión al momento de mi jubilación Beneficio que quedó descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada y que, en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar, con la sola entrada en vigencia; pero que aún se me sigue cobrando. – 

Para notificaciones señalo, el correo electrónico dgonzaleza@poder-judicialgo-cr y (…)
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Por unanimidad, se acordó:  1.) Tener por recibida la gestión del servidor judicial Danilo González Araya, Agente de Protección a Víctimas y Testigos del Organismo de Investigación Judicial, mediante nota remitida en fecha 30 de setiembre de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor González Araya con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de noviembre de 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana acredite el tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Luis Danilo González Araya para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación, en razón del tiempo acreditado.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc84564318]ARTÍCULO X 
Documento N° 1253-2021

	En sesión N° 101-2018 celebrada el 20 de noviembre de 2018, artículo LVIII, se reconoció para efectos de anualidades y jubilación al servidor Julio César Jiménez Gamboa, Agente de Protección 1 de la Unidad de Protección de Víctimas y Testigos, 4 años y 9 meses, laborados para el Ministerio de Seguridad Pública.
[bookmark: _Hlk84563119]	El servidor Julio Cesar Jiménez Gamboa, Agente de Protección a Víctimas y Testigos del Organismo de Investigación Judicial, mediante nota del 01 de octubre de 2021, solicitó lo siguiente:
“El suscrito Julio Cesar Jiménez Gamboa, mayor, soltero, Agente de Protección, del Organismo de Investigación Judicial, cédula de identidad 01-1008-0234; respetuosamente expongo y solicito lo siguiente: 

Primero: Ingresé a laborar para el Poder Judicial, propiamente al Organismo de Investigación Judicial, como Agente de Protección, en fecha 01 de setiembre del año 2016. Siendo mi anterior trabajo, en el Ministerio de Seguridad Pública, laborando por un período de 04 años y 09 meses. 

Segundo: Al ingresar al Poder Judicial, me comentaron varios compañeros que, si quería tener derecho a pensión del cien por ciento (100%), como toda la población judicial activa del Poder Judicial; cumpliendo 30 años de servicio, debía equiparar las cuotas correspondientes al Fondo de Jubilación, del tiempo servido en el Ministerio de Seguridad Pública, por ello, me comunique con personal de Gestión Humana, para realizar dicha gestión, pues el fin era jubilarme y/o pensionarme con los 30 años de servicio y/o 51 años de edad; partiendo que tenía más de 04 años y09 meses laborando para el Ministerio de Seguridad Pública (mismo patrono Estado). Ante ello, autoricé, el rebajo adicional a mi salario, por un monto del diez por ciento en relación a cada salario recibido. 

Tercero: No obstante y como es de conocimiento público, en fecha 22 de mayo del 2018 (Gaceta N° 89), entró en vigencia la Ley N° 9544, que reformó la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333), propiamente el artículo 224. 

“Los servidores judiciales con veinte o más años de servicio en el Poder Judicial podrán acogerse a una jubilación ordinaria igual a un ochenta y dos por ciento (82%) del promedio de los últimos veinte años de salarios mensuales ordinarios devengados en su vida laboral, actualizados según el índice de precios al consumidor (IPC), definido por el Instituto Nacional de Estadística y Censos (INEC), siempre y cuando hayan cumplido sesenta y cinco años de edad y hayan trabajado al menos treinta y cinco años.” 

En ese sentido, con dicha reforma, significa que mi expectativa de una jubilación con los 30 años de servicio y 51 años de edad, desapareció, siendo ahora de 65 años de edad, siempre y cuando tenga los 35 años de servicio público, es decir, hubo un cambio de las condiciones para acogerme a mi jubilación. 

En razón de lo anterior, no hay necesidad hoy día de mi parte, de equiparar el fondo de pensión; puesto que con los años demás que tengo que laborar, se solventará el pago para la pensión. Sin dejar de lado, que ya no voy a gozar del 100% de pensión, cuando me jubile, como se pretendía con dicho rebajo. Tal y como estaba la ley, cuando ingresé a laborar al Poder Judicial y, se me indicó por parte de Gestión Humana. Razones además, por las cuales autoricé el rebajo demás a mi salario, para ponerme al día con el Régimen de Pensiones del Poder Judicial, existente en ese momento.- 

PETITORIA:

En razón de lo esbozado, solicitó a los miembros de la honorable Junta Administradora de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se ordene lo siguiente: 

1) Cesar el cobro del 10% que se me viene realizando hasta la fecha, utilizado para compensar la pensión del 100%; ya que como se indicó supra, con la reforma a la ley, no sólo, no voy a recibir el 100% de la pensión estipulada en ese momento; sino además, se me obliga cotizar hasta los 65 años de edad, para obtener mi derecho a pensión. Cuando esa expectativa era de 30 años de servicio y 51 años de edad, es decir, variaron las circunstancias para la jubilación y el otorgamiento de la pensión. . 

2) Se me reintegre el monto cancelado a la fecha correspondiente a ese rebajo del 10%, el cual era utilizado para equiparar mi pensión, siendo que ya no gozo de la posibilidad de obtener el 100% de la pensión al momento de mi jubilación. 

3) Se continúe con el pago de mis anualidades como se ha realizado hasta la actualidad. 

No omito manifestar que, al quedar el beneficio de la pensión del 100% descartado, desde el momento de entrada en vigencia de la ley citada; considero en mi caso particular, se me debió dejar de cobrar dicho monto con la sola entrada en vigencia de la nueva norma; no obstante, a la fecha se me sigue rebajando dicho 10%, el cual ya no es procedente al variar las condiciones para el otorgamiento de la pensión. 

Notificaciones: señalo el correo electrónico: jjimenezga @poder-judicial.go.cr además de mi correo personal (…)

Quedo atento para lo que corresponda y agradeciendo de antemano su atención.”
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Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibida la gestión del servidor judicial Julio César Jiménez Gamboa, Agente de Protección a Víctimas y Testigos del Organismo de Investigación Judicial, mediante nota remitida en fecha 30 de setiembre de 2021. 2) Suspender el rebajo del 10% mensual para pagar la deuda que tiene el servidor Jiménez Gamboa con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en razón del reconocimiento para efectos de jubilación, por el tiempo servido en la institución indicada, a partir del mes de noviembre de 2021. 3.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana acredite el tiempo de servicio reconocido, que corresponde por la suma dineraria aportada por concepto de cuotas, por el señor Julio César Jiménez Gamboa, para cancelar su deuda con el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el entendido que no le será reintegrada suma alguna, sino que será aplicada de forma integral al tiempo de servicio reconocido para efectos de jubilación, en razón del tiempo acreditado.
La Dirección de Gestión Humana y la Dirección de la Junta Administradora, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc84564320]ARTÍCULO XI 
Documento N° 1264-21
[bookmark: _Hlk84435694][bookmark: _Hlk84435521][bookmark: _Hlk84435530]El licenciado Fabián Salas Fernández y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, por su orden Jefe interino y Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, mediante oficio N° 0389-PF-2021 del 5 de octubre de 2021, comunicaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk84435191][bookmark: _Hlk84435217][bookmark: _Hlk84435472][bookmark: _Hlk83825863]“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por la señora Juana Núñez Quirós, cédula de identidad 02-0184-0442 en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Edgar Quirós Roldán, cédula de identidad 01-0220-0439, cuyo deceso acaeció el 12 de abril de 2021.

I. Origen.
Esta Dirección en fecha 13 de mayo de 2021, recibió la gestión de la señora Juana Núñez Quirós, mediante la cual solicita se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la petente.  

II. Valoración socioeconómica practicada. 
[bookmark: _Hlk84435325]Mediante informe N° 21-001126-0160-TS suscrito por la Licda Jenifer Magali Stephenson Sterling, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Núñez Quirós. 

Datos 001
III. Normativa atinente al caso.

Ley Orgánica del Poder Judicial N° 9544, de interés, estipula lo siguiente:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento.”

“Artículo 229- 

El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante.” 

IV. Conclusiones.
• El peritaje socioeconómico practicado a la señora Juana Núñez Quirós, es claro en demostrar que a lo largo de la vida conyugal con el señor Edgar, era él quien asumía los gastos del hogar, por lo que la señora Núñez Quirós dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley N°9544 la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N°228 de dicha Ley. 

• Según certificaciones aportadas por la señora Núñez Quirós, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

• Datos 002

V. Datos de interés.

· [bookmark: _Hlk59037314]La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Edgar Quirós Roldán era de ¢1,460,656.68 (un millón cuatrocientos sesenta mil seiscientos cincuenta y seis colones con 68/100) mensuales en bruto.

· [bookmark: _Hlk62749140]Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira la señora Núñez Quirós de aprobársele la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢1,168,525.34 (un millón ciento sesenta y ocho mil quinientos veinticinco colones con 34/100) mensuales en bruto.
 
· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 13 de mayo de 2021, un total de 31 días naturales posteriores al fallecimiento del señor Quirós Roldán. Se informa lo anterior para que si a criterio de la Junta Administradora del Fondo, se debe aprobar la pensión a la señora Núñez Quirós, se cuente con la referencia sobre la fecha de presentación de la solicitud para el establecimiento del rige del beneficio.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Anexos: 

1) Dictamen Socioeconómico

Datos 003

Medios de notificación:

Correo: (…)”
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Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Juana Núñez Quirós, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Edgar Quirós Roldán, así como, el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el informe número N° 0389-PF-2021 del 5 de octubre de 2021, suscrito por la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios y el licenciado Fabián Salas Fernández, Jefe Proceso Financiero y de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por unanimidad, se acordó: Acoger la solicitud de pensión que formula por la señora Juana Núñez Quirós, en calidad de calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido Edgar Quirós Roldán, cuya asignación mensual será de ¢1,168,525.34 (un millón ciento sesenta y ocho mil quinientos veinticinco colones con 34/100), equivalente al 80% del monto de la jubilación que recibía el señor Quirós Roldán al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 13 de mayo de 2021, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. Se declara este acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc84564325]ARTÍCULO XII 
Documento N° 973-2021 / 1210-2021
Mediante correo electrónico del 22 de setiembre de 2021, la señora Jessica Rodríguez Álvarez, solicita por las razones que expone el acrecimiento de la pensión de mi hija menor de edad.
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[bookmark: _Hlk78473736]En sesión Nº 48-10 del Consejo Superior del Poder Judicial celebrada el 13 de mayo de 2010, artículo XX, de conformidad con lo que establece el artículo 232 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se acogió la solicitud de pensión que formuló, entre otras, la señora María Jesús Rodríguez Serrano en ejercicio de la patria potestad del menor nombre 002, hijo del exservidor judicial fallecido Edgar José Soto Vargas, cuya asignación mensual para cada uno fue de ¢57.263,97 (cincuenta y siete mil doscientos sesenta y tres colones con noventa y siete céntimos) a partir del 25 de diciembre del 2009, equivalente al 100% del monto de la jubilación.
[bookmark: _Toc78524552]Luego, en sesión número 32-2021 celebrada el 04 de agosto de 2021, artículo XI, previamente a resolver la solicitud de acrecimiento presentada por la señora Jéssica Rodríguez Álvarez, se trasladó la gestión a estudio de la Dirección de la JUNAFO para que se revisara la información y los porcentajes asignados conforme la ley 9544, e informara lo correspondiente a esta Junta Administradora.
[bookmark: _Hlk84533378]Por unanimidad, se acordó: Tomar nota de lo manifestado por la señora Jéssica Rodríguez Álvarez y trasladar la gestión a la Dirección de la JUNAFO para que sea valorado junto al estudio solicitado en sesión número 32-2021 celebrada el 04 de agosto de 2021, artículo XI, e informe lo correspondiente a esta Junta Administradora. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc84564327]ARTÍCULO XIII
[bookmark: _Hlk84475871]Documento N° 414-2021 /1227-2021
Mediante oficio número 0386-PF-2021 del 24 de setiembre de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, el licenciado Fabián Salas Fernández y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, por su orden, Director interino de la JUNAFO, Jefe interino de Proceso Financiero y Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, se remitió el siguiente informe:
“Mediante oficio N° 8289-2021 de fecha 17 de septiembre de 2021, el Consejo Superior trasladó a esta Dirección correo de la señora Cecilia Acuña Centeno, de fecha 14 de septiembre de 2021, en la que realiza una serie de consideraciones en torno al acuerdo del Consejo Superior de sesión 72-21 del 24 de agosto de 2021, artículo LXI y al cálculo por concepto de reconocimiento de tiempo servido que requiere se le realice a su esposo, el jubilado judicial fallecido Jorge Fournier Estrada.

Al respecto, esta Dirección da respuesta a lo solicitado por la señora Acuña Centeno en el punto 2.2 de su nota:
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1. Antecedentes

Previo a dar respuesta a lo solicitado, para su mejor comprensión se detallan algunos antecedentes del caso:

En sesión de la Junta 24-2020, celebrada el 13 de julio de 2020, artículo XXI, se acordó aprobar el beneficio de pensión de la señora Acuña Centeno en calidad de cónyuge sobreviviente del señor Jorge Antonio Fournier Estrada, a partir del 12 de diciembre del 2019.

Posteriormente, en sesión de la Junta 12-2021 celebrada el 15 de marzo del 2021, artículo XVII, se dispuso:

Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por conocido el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 15-2021 celebrada el 23 de febrero de 2021, artículo XIX, mediante el cual se conoció el criterio de la Dirección Jurídica del Poder Judicial N° DJ-AJ-C-69-2021, del 12 de febrero de 2021. 2.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que actualice el cálculo a valor presente del tiempo servido del jubilado fallecido Jorge Fournier Estrada, a fin de informarle posteriormente a la cónyuge sobreviviente si desea que se le reconozca ese tiempo servido para efectos de recalcularle el beneficio de la pensión, con la advertencia de que tendría que cancelar de previo el monto, para proceder al reajuste del beneficio.”

En respuesta a lo anterior la Dirección de Gestión Humana remitió el oficio PJ-DGTH-SAS-1453-2021, en el que adjunta el estudio RTFJP: 2018121 que indica que el tiempo a reconocer para efectos de jubilación al señor Fournier Estrada es de 1 año, 11 meses y 14 días y que el monto a reintegrar al Fondo de Jubilaciones por dicho tiempo es de ¢4,399,977.98.

Dicho oficio fue conocido por la por la Junta en sesión 23-2021, celebrada el 31 de mayo de 2021, artículo XVI, acordando:

“Por unanimidad, se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° PJ-DGTH-SAS-1453-2021, Dirección de Gestión Humana, relativo a los cálculos del monto que se debería reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por la señora Cecilia Acuña Centeno, en caso de que sea de su interés que se le ajuste el monto de la pensión que recibe como beneficiaria del exservidor fallecido Jorge Fournier Estrada. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la señora Acuña Centeno para lo que estime pertinente Se declara acuerdo firme.”

A raíz de dicho acuerdo la señora Acuña Centeno presentó una nota de reconsideración respecto al monto a reintegrar el 28 de junio de 2021, la cual fue conocida por la Junta en sesión N° 28-2021, celebrada el 05 de julio del 2021, artículo VII, acordando: 

“Se acordó por unanimidad: 1.) Tener por conocida la gestión presentada por la señora Cecilia Acuña Centeno, Pensionada Judicial, mediante correo electrónico del 28 de junio de 2021, relacionada con el reconocimiento de tiempo servido. 2.) Comunicar a la señora Acuña Centeno, que el beneficio de pensión no se reajusta en forma retroactiva, sino que se ajusta a partir del momento de la cancelación de la totalidad del monto adeudado por reconocimiento de tiempo servido. 3.) Remitir el acuerdo a la Dirección de Gestión Humana, para que realice los estudios respectivos relacionados con las anualidades que le corresponderían al señor Fournier y que dicho estudio sea remitido a la Dirección de la Junta para que se realice el estudio completo, para ser conocido por esta Junta Administradora. Se declara acuerdo firme.”

Finalmente, el Consejo Superior referente al caso de la señora Acuña Centeno, en sesión ° 72-2021 celebrada el 24 de agosto de 2021, artículo LXI, dispuso:

“se acordó: 1.) Ordenar a la Dirección de Gestión Humana que incorpore nuevamente las anualidades que fueron reconocidas en 1985 al señor Jorge Fournier en su estructura salarial y realice un estudio e informe a este Consejo los montos que se le adeudan y se le deben cancelar a los beneficiarios que legalmente se determinen por concepto del reconocimiento de tiempo servido (anuales). 2.) Trasladar a la Junta Administradora de Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial las consultas formuladas por la señora Cecilia Acuña Centeno sobre la procedencia del cobro a valor presente que se deriva del estudio de reconocimiento de tiempo servido Nº RTFJP-2018121, así como si es conforme a derecho que se le haya negado el reconocimiento del ajuste de pensión de forma retroactiva. 3.) Trasladar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, lo referente a la solicitud de criterio jurídico sobre el tema del cobro de deudas de funcionarios fallecidos a sus beneficiarios pensionados, que hace de la señora Acuña Centeno, para lo que corresponda.”

2. Recálculo de Jubilación:

De acuerdo con estudio RTFJP: 2018121 realizado por la Unidad de Componentes Salariales de la Dirección de Gestión Humana, el tiempo a reconocer para efectos de jubilación al señor Jorge Antonio Fournier Estrada es de 1 año, 11 meses y 14 días, tiempo por el cual su cónyuge sobreviviente la señora Acuña Centeno deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial un monto total de ¢4,399,977.98 (cuatro millones trescientos noventa y nueve mil novecientos setenta y siete colones con 98/100), con la finalidad de que le sea ajustado el monto de la pensión que recibe como beneficiaria del exservidor fallecido Jorge Fournier Estrada.

De ser cancelado el monto adeudado, seguidamente se detalla cuáles serían el nuevo monto y el porcentaje de jubilación para el señor Fournier Estrada a partir del 01 de enero de 2019 (fecha de su jubilación):

· Nuevo tiempo servido para jubilación (considerando tiempo reconocido): 18 años, 9 meses, 24 días
· Nuevo monto de jubilación: ₡2,453,510.24 (dos millones cuatrocientos cincuenta y tres mil quinientos diez colones con 24/100) mensuales en bruto.
· Nuevo porcentaje: 62,72%.
Cabe aclarar que, a dicho monto se le deben aplicar los aumentos por costo de vida aprobados al 11 de diciembre de 2019, fecha de su fallecimiento.

Ahora bien, considerando los datos indicados, el monto de pensión de la señora Cecilia Acuña Centeno pasaría de ₡1,802,162.54 (un millón ochocientos dos mil cientos sesenta y dos colones con 54/100) ₡1,962,808.19 (un millón novecientos sesenta y dos mil ochocientos ocho colones con 19/100) equivalente al 80% que recibiría de jubilación su esposo fallecido en caso de aplicarse el reconocimiento de tiempo para efectos de jubilación. 

Igualmente, a dicho monto se le deben aplicar los aumentos por costo de vida aprobados posterior al 12 de diciembre de 2019 (fecha rige de la pensión).

Así las cosas, se da por atendida la solicitud de la señora Acuña Centeno.

(…).”
-0-
En sesión número 39-2021 del 27 de setiembre de 2021, artículo VI (Borrador),  esta junta tuvo por recibida la gestión de la señora Cecilia Acuña Centeno, Pensionada Judicial, en nota del 17 de setiembre de 2021, relacionada con el reconocimiento de anualidades para efectos de jubilación del causante Jorge Fournier Estrada y se dispuso denegar la solicitud debido a que no se logró determinar que dicha gestión fue presentada para efectos de anualidades y jubilación, asimismo, se dispuso aclarar a la señora Acuña Centeno que el monto de los ¢4,399,977.98, es por el reconocimiento de tiempo servido y no tiene nada que ver con la aprobación de anuales. Adicionalmente y para conocimiento de la señora Acuña Centeno, se informó, en esa oportunidad, que se realizó el estudio para definir el monto de jubilación del señor Fournier y por ende, pensión de la señora Acuña, el cual de cancelar el monto por concepto de reconocimiento de tiempo servido.
Por unanimidad, se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio número 0386-PF-2021 del 24 de setiembre de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, el licenciado Fabián Salas Fernández y la licenciada Jennifer Carrillo Cárdenas, por su orden, Director interino de la JUNAFO, Jefe interino de Proceso Financiero y Coordinadora interina de la Unidad de Cálculo de Beneficios, relativo al recálculo del monto que deberá reintegrar al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, la señora Cecilia Acuña Centeno, en caso de que sea de su interés que se le ajuste el monto de la pensión que recibe como beneficiaria del exservidor fallecido Jorge Fournier Estrada. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la señora Acuña Centeno para lo que estime pertinente Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc84564329]ARTÍCULO XIV
Documento N° 1260-2021

	El Ingeniero José Guillermo Vindas Cantillano y el Arquitecto Denis Villalta González; por su orden, Jefe interino del Departamento de Servicios Generales y Jefe de la Sección Arquitectura e Ingeniería, mediante oficio N° 625-05-SG-2021 del 04 de octubre de 2021, comunicaron lo siguiente:
“En atención con su solicitud a la propuesta de distribución arquitectónica, con el fin de ubicar en el 2do piso del edificio Impala, al personal de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se adjunta informe N°377-14-AI-2021, suscrito por la arquitecta Greini Leitón Alvarado, Profesional II de la Sección de  Arquitectura e Ingeniería de este Departamento, con el criterio técnico y  propuesta correspondiente. 

Lo anterior para su aprobación y visto bueno.” 

Seguidamente, se transcribe el citado oficio:
“En atención con lo solicitado, se adjunta propuesta de distribución arquitectónica, con el fin de ubicar en el 2do. piso del edificio Impala, al personal que conforma la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de acuerdo con lo observado en el sitio.

Importante, se indique bajo qué panorama se llevaría a cabo la remodelación siendo que se observan dos alternativas:

1- Que sea realizada por el propietario del inmueble, en cuyo caso se debe considerar la posibilidad de que pretenda recuperar el gasto o la inversión realizada.

2-   Que sean las obras ejecutadas con fondos propios, donde se hace necesario solicitar a la empresa Euromobilia una cotización del costo estimado y posteriormente la respectiva aprobación del propietario para realizar las mejoras propuestas en su local.

Para este último caso, se debe contar con el permiso del propietario para la realización de las obras.

En espera de haber atendido lo solicitado, quedo atenta.”   




-0-
Por unanimidad, se acordó: 1) Tener por rendido el oficio N° 625-05-SG-2021 del 04 de octubre de 2021, suscrito por el Ingeniero José Guillermo Vindas Cantillano y el Arquitecto Denis Villalta González; por su orden, Jefe interino del Departamento de Servicios Generales y Jefe de la Sección Arquitectura e Ingeniería, mediante el que remiten propuesta de distribución arquitectónica, con el fin de ubicar al personal administrativo que conforma el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 2) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO a fin de darle trámite a las dos alternativas y que se informe a esta Junta Administradora lo correspondiente. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO XV
Documento N° 1283-2021

Mediante correo electrónico del 08 de octubre de 2021, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la JUNAFO, se remitió lo siguiente:

“Con el fin de atender un requerimiento de la SUPEN, se necesita contar con un código de conflicto de intereses para la JUNAFO, en razón de lo cual me atrevo a sugerir que se tome un acuerdo para adoptar como propio el “REGLAMENTO DE REGULACIÓN PARA LA PREVENCIÓN, IDENTIFICACIÓN Y LA GESTIÓN ADECUADA DE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS EN EL PODER JUDICIAL” que ya existe promulgado para el Poder Judicial como un todo.
Lo anterior, por cuanto el cuerpo administrativo de la JUNAFO y la mitad de los integrantes titulares, son funcionarios activos del Poder Judicial, por lo cual ya deben cumplir con dicha normativa, que permitiría unificar las reglas de aplicación como el mismo estándar que aplica para todo el Poder Judicial.
Esto permitiría que, se unifiquen los criterios con los cuales se detecta a maneja un conflicto de intereses dentro de la Dirección de la JUNAFO y facilita que su complimiento se aplique con las mismas reglas que cualquier otra oficina del Poder Judicial, evitando con ello comentarios sobre la rigidez o suavidad con la que se apliquen dichos criterios. 
Dado lo anterior, respetuosamente sugiero tomar un acuerdo en este sentido.





-0-
Por unanimidad, se acordó: Acoger la propuesta de la Dirección de la JUNAFO, remitida mediante correo electrónico del 08 de octubre de 2021, respecto a que se adopte el “REGLAMENTO DE REGULACIÓN PARA LA PREVENCIÓN, IDENTIFICACIÓN Y LA GESTIÓN ADECUADA DE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS EN EL PODER JUDICIAL, como propio de esta Junta Administradora del Fondo del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, a fin de unificar los criterios aplicables y realizar uno autónomo de la JUNAFO que respete los mismos principios. Se declara acuerdo firme.

Lic. Arnoldo Hernández Solano                      Licda. Ana Lucrecia Ruiz Rojas 
Presidente Junta Administradora                   Secretaria  Junta Administradora 

-o0o-
A las 9 y 54 horas terminó la sesión.
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RE: comunicación del publicación del cartel para puestos de la Junta


Ana Eugenia Romero Jenkins <aromeroj@Poder-Judicial.go.cr>
Mié 22 Sep 2021 12:06
Para:  Olga Guerrero Córdoba <oguerrero@Poder-Judicial.go.cr>
CC:  Rodolfo Castañeda Vargas <rcastaneda@Poder-Judicial.go.cr>; Jenny Arce Cordoba (Autorizada Reclutamiento y Selección)
<jarcec@Poder-Judicial.go.cr>; Floricel Benavides Salas <fbenavidess@Poder-Judicial.go.cr>


1 archivos adjuntos (245 KB)
3024 Corte Plena (002).pdf;


Saludos doña Olga, vieras que a mi llegó una gestión de la Corte Plena y le envié una consulta a la JUNAFO ya que
el que el ”Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder
Judicial”  señala:
 
 
“…Artículo 15.- Juramentación de las personas integrantes del Tribunal Electoral Judicial y cese de la función del
Tribunal. Las personas integrantes del Tribunal Electoral Judicial serán juramentadas por la Presidencia de la
Corte.
Las personas integrantes del Tribunal Electoral Judicial finalizarán sus funciones, una vez que los tres
integrantes titulares de la Junta Administradora, así como los tres respectivos suplentes -todos de
elección democrática por parte del colectivo judicial- hayan sido juramentados, y se encuentren
resueltos todos los recursos que se hubieran interpuesto ante el Tribunal Electoral Judicial.”
 
En el oficio que te adjunto se resume que la JUNAFO conoció el tema  y designó a don Freddy Chacón, quien era
suplente como titular y lo trasladó a la Corte, la cual a la vez  lo tuvo  el asunto por conocido.
 
Entiendo de lo anterior que la JUNAFO y la Corte comparten que para sustitución de los representantes del
Colectivo Judicial se rige por la regla establecida en el inciso f) del artículo 37 que dice:
 
f) El Tribunal Electoral Judicial registrará y conservará el resultado de las elecciones, a fin de tener información
sobre la cantidad de votos que obtuvo cada persona candidata, por si llegara a darse una eventual muerte,
renuncia o despido de un titular, en cuyo caso, el respectivo miembro suplente que haya tenido más número de
votos ocuparía el puesto del integrante titular ausente de la Junta Administradora y así sucesivamente si hubiere
más vacantes, mientras se hace un nuevo concurso…”
 
Lo anterior para tu valoración.
 
 
 
 
De: Olga Guerrero Córdoba <oguerrero@Poder-Judicial.go.cr> 

Enviado el: miércoles, 22 de septiembre de 2021 10:48

Para: Ana Eugenia Romero Jenkins <aromeroj@Poder-Judicial.go.cr>

CC: Rodolfo Castañeda Vargas <rcastaneda@Poder-Judicial.go.cr>; Jenny Arce Cordoba (Autorizada Reclutamiento
y Selección) <jarcec@Poder-Judicial.go.cr>; Floricel Benavides Salas <fbenavidess@Poder-Judicial.go.cr>

Asunto: comunicación del publicación del cartel para puestos de la Junta

Importancia: Alta
 
Buen día doña Ana Espero esté bien.
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Quisiera comunicarle que la DGH está trabajando en la publicación del
cartel para la elección del integrante de la Junta Administradora del
Fondo, en representación del colectivo judicial.
 
Según nos indican son 2 puestos: 1 titular y 1 suplente.
Estamos programando que el cartel se publicita después de mediados de
octubre.
 
En razón de lo anterior hacemos de su este comunicado de su
conocimiento en vista que, de conformidad con la norma, el Tribunal
tiene que volverse a activar.
 
Quedo a la orden por cualquier duda
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       PODER JUDICIAL                DIRECCION EJECUTIVA 


Tel. 2295-3333 San José 
Fax 2233-8438                                           direc_ejecutiva@poder-judicial.go.cr   Costa Rica 


 
N° 3024-DE-2021 
7 de setiembre del 2021 


 
Licenciada 
Silvia Navarro Romanini 
Secretaria General de la Corte 
Su Despacho 
 


Estimada señora: 


   


En atención a la notificación de vencimiento enviada por el Sistema de Correspondencia 
Electrónico de esa Secretaría, referente al oficio N° 5885-2021, relacionado con la referencia 4741-
2021, me permito aclarar lo siguiente:   
 


1. La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 26-2021 celebrada el 28 de junio de 2021, artículo 
IV, referente a la renuncia del señor Mauricio Villalta Fallas, como representante titular de la 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte del 
Colectivo Judicial, acordó lo siguiente: 


 
“(…)  
 
1.) Tener por conocida la renuncia del máster Mauricio Villalta Fallas, como representante titular de la 
Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte del 
Colectivo Judicial, y agradecerle los servicios prestados a la citada Junta. 2.) Comunicar al Tribunal 
Electoral Judicial la renuncia del máster Villalta Fallas con el fin de que se proceda a realizar el 
proceso para la elección en la plaza mencionada. Se declara acuerdo firme.” 
 


2. Sobre el particular, esta Direccion Ejecutiva con oficio N° 2566-DE-2021 de fecha 3 de agosto 
último, expuso a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones lo siguiente: 


 
(…) 
En atención a lo acordado en audiencia otorgada por la Junta Administradora del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones a las suscrita el pasado miércoles 28 de julio del año en curso, me permito 
exponer lo siguiente: 
 
1. En acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 26-2021 celebrada el 28 de 
junio de 2021, artículo IV se dispuso:  
 
 “ 1.) Tener por conocida la renuncia del máster Mauricio Villalta Fallas, como representante titular de 
la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte del 
Colectivo Judicial, y agradecerle los servicios prestados a la citada Junta. 2.) Comunicar al Tribunal 
Electoral Judicial la renuncia del máster Villalta Fallas con el fin de que se proceda a realizar el 
proceso para la elección en la plaza mencionada.” 
 
A lo anterior se debe sumar que también el máster Mauricio Quirós Álvarez, quien ocupaba un puesto 
suplente como representante del colectivo judicial había renunciado a su puesto. 
 







2. Si bien esta Dirección Ejecutiva, tal y como lo ha hecho, se encuentra en la mejor disposición de 
apoyar a la JUNAFO en la consecución de sus fines, debe considerarse que el ”Reglamento de 
integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” en 
lo de interés señala:  
 
 “Artículo 1.- Objeto. El presente reglamento tiene por objeto regular el proceso para la elección de las 
personas integrantes de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder 
Judicial. 
 
1. Con la aprobación del presente Reglamento, la Corte Plena da cumplimiento a lo dispuesto en el 
artículo 240 párrafo 2° de la Ley Orgánica del Poder Judicial, según reforma introducida por la ley 
número 9544 de 28 de abril de 2018…  
 
….Capítulo IV  
De la elección democrática de los representantes designados por el Colectivo Judicial y el Tribunal 
Electoral Judicial. 
 
Artículo 13.- Tribunal Electoral Judicial. El Tribunal Electoral Judicial será el órgano superior del Poder 
Judicial para organizar, dirigir y vigilar el proceso electoral, mediante el cual se determinará el 
resultado de la voluntad del colectivo judicial…. 
 
…Artículo 15.- Juramentación de las personas integrantes del Tribunal Electoral Judicial y cese de la 
función del Tribunal. Las personas integrantes del Tribunal Electoral Judicial serán juramentadas por 
la Presidencia de la Corte.  
Las personas integrantes del Tribunal Electoral Judicial finalizarán sus funciones, una vez que los tres 
integrantes titulares de la Junta Administradora, así como los tres respectivos suplentes -todos de 
elección democrática por parte del colectivo judicial- hayan sido juramentados, y se encuentren 
resueltos todos los recursos que se hubieran interpuesto ante el Tribunal Electoral Judicial. 
 
Artículo 37.- Etapa electoral. La etapa electoral comprende los siguientes pasos:  
a) Habrá un período para publicidad electoral durante el mes previo al día de las elecciones. Las 
personas candidatas tienen derecho a difundir toda clase de publicidad en igualdad de condiciones y 
oportunidades, siempre y cuando sea lícita y no sea contraria a la moral y a las buenas costumbres. 
Dentro de las instalaciones del Poder Judicial es prohibido celebrar manifestaciones, desfiles o 
marchas, así como el uso de altoparlantes, megáfonos o aparatos similares instalados como móvil o 
estacionarios.  
b) El día de las elecciones se podrá emitir el voto a partir de las siete y treinta horas hasta las veinte 
horas.  
c) A las veinte horas con un minuto se procederá al inicio del conteo electrónico de los votos, que 
será realizado en presencia de los integrantes del Tribunal Electoral Judicial, el cual hará una atenta 
invitación a las personas candidatas que quieran estar presentes. También asistirán en calidad de 
asesores la personas Directora Jurídica y Directora de Tecnología de la Información.  
d) El Tribunal Electoral Judicial declarará y comunicará -a través de su página Web- los resultados 
finales de las elecciones, a más tardar el día hábil siguiente. También deberá enviarse, a través de la 
Secretaría de la Corte, comunicación del resultado electoral a la Superintendencia de Pensiones y al 
Conassif.  
e) Las seis personas que obtengan mayor cantidad de votos serán las que resulten elegidas. Las tres 
con mayor cantidad de votos serán las personas integrantes titulares y las otras tres serán las 
personas integrantes suplentes.  
f) El Tribunal Electoral Judicial registrará y conservará el resultado de las elecciones, a fin de tener 
información sobre la cantidad de votos que obtuvo cada persona candidata, por si llegara a darse una 
eventual muerte, renuncia o despido de un titular, en cuyo caso, el respectivo miembro suplente que 
haya tenido más número de votos ocuparía el puesto del integrante titular ausente de la Junta 
Administradora y así sucesivamente si hubiere más vacantes, mientras se hace un nuevo 
concurso…” (el resaltado es propio) 
 







Conforme a lo anterior entiende la suscrita que el Tribunal Electoral, tal y como se señala, cumplió 
con el fin con el que fue creado y hoy en día carece de competencia para emprender un nuevo 
proceso electoral, correspondiendo que la JUNAFO proceda a sustituir las vacantes de los 
integrantes de elección del colectivo judicial, mediante el mecanismo previsto en el artículo 37 inciso 
f). 
 
Lo anterior se expone para que la Junta valore requerir criterio jurídico respecto a lo que se informa a 
efecto de respaldar la decisión que se llegue a tomar al respecto.  
 
Mediante copia de este oficio informo a la Secretaría de la Corte respecto a lo actuado por esta 
Dirección en atención al acuerdo de la Corte Plena, mencionado supra.” 
 


3. Aunado a lo anterior, la Junta de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial acordó en sesión 
N° 33-2021 celebrada el 9 de agosto último, artículo III, literalmente dispuso: 


 
(…) 
Se acordó: 1) Tener por rendido el informe suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, 
Directora Ejecutiva, en oficio N° 2566-DE-2021 del 3 de agosto de 2021. 2) Con base en el inciso f) 
del artículo 37 del “Reglamento de integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 
Pensiones del Poder Judicial” designar al licenciado Freddy Chacón Arrieta como integrante titular de 
la Junta Administradora en sustitución del máster Mauricio Villalta Fallas. 3) Hacer este acuerdo de 
conocimiento de la Corte Plena.  
 
El integrante Chacón Arrieta se abstiene de votar. Se declara este acuerdo firme.” 
 


4. Finalmente, la Corte Plena en sesión N°. 34-2021, artículo III del 16 de agosto de 2021, en 
relación con lo anterior dispuso lo siguiente: 


  
“Se acordó: Tener por conocida la copia del oficio N° 2566-DE-2021 del 3 de agosto de 2021, suscrito 
por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva y el acuerdo adoptado por la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 33-2021 
celebrada el 9 de agosto en curso, artículo III. 
  
El magistrado Sánchez se abstiene de votar. Se declara acuerdo firme.” 
  
Conforme todo lo anterior, es posible concluir que a la fecha esta Dirección Ejecutiva no tiene 


pendientes respecto a la referencia citada supra, por lo que, de manera respetuosa, se solicita se 


actualice la información que consta en el SICE. 


 


Atentamente, 


 


 


    Ana Eugenia Romero Jenkins 
            Directora Ejecutiva 
 
 
AERJ/MOCH/csch 
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		ANA EUGENIA ROMERO JENKINS (FIRMA)
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parece impracedente porque, 3l coregirse el monto de I3 pension de mi esposo,
consecuentemente se corrige la pensién de Ia beneficiaria a parti de Ia fecha y en los
términos en que Ia Juntala aprobo.

No abstante lo anterior, hasta hoy no he recibido Informacidn alguna sobre e clculo que.
1a Junta olicit 2 1a Gestion Human.
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Circular de Secretaría de la Corte N° 072 - 2019


10 de Mayo del 2019


 Fecha de Publicación: 31 de Mayo del 2019


 Descriptores/Temas: Reglamentos


Documentos citados:  Actas - Publicaciones


Publicada en SECRETARÍA GENERAL DE LA CORTE N°072 del 10 de mayo del
2019


CIRCULAR No. 72-2019
 


Asunto:     Reglamento denominado “Regulación para la Prevención, Identificación y la Gestión Adecuada de los Conflictos de
Interés en el Poder Judicial”.-


 
A LOS DESPACHOS JUDICIALES DEL PAÍS


 
SE LES HACE SABER QUE:


 


La Corte Plena, en sesión No. 14-19 celebrada el 1 de abril de 2019, artículo XIII, dispuso aprobar el siguiente reglamento, que
literalmente dice: “


“REGULACIÓN PARA LA PREVENCIÓN, IDENTIFICACIÓN Y LA GESTIÓN ADECUADA DE LOS CONFLICTOS DE INTERÉS EN
EL PODER JUDICIAL


Preámbulo


1º—Que el artículo 59 incisos 2) y 7) de la Ley Orgánica del Poder Judicial faculta a la Corte Suprema de Justicia a promulgar los
reglamentos que estime necesarios para mejorar el servicio.


2º-. Que nuestro país ha suscrito una serie de instrumentos internacionales en materia de anticorrupción que comprometen a las
administraciones públicas del país a adoptar medidas para la prevención, detección y sanción de las conductas contrarias a la ética
pública.


3º. Que la Convención de Naciones Unidas contra la Corrupción, Ley No. 8557 del 29 de noviembre del 2006, artículo 7, le solicita a
los estados miembros la implementación de sistemas destinados a prevenir los conflictos de interés en la función pública. La
Convención Interamericana contra la Corrupción, Ley No. 7670 del 17 de abril de 1997, en su artículo 3, por su parte, establece
que se deberán emitir normas de conducta para el correcto, honorable y adecuado cumplimiento de las funciones públicas
orientadas a prevenir conflictos de interés.


4º-. Que la Ley contra de la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la función pública, Ley No. 8422 de 6 de octubre de 2004,
establece imperativos sustanciales de orden ético y legal que imponen deberes de conducta acordes con principios elementales de
objetividad, imparcialidad, neutralidad política partidista, eficacia, transparencia, resguardo de la hacienda pública, respeto al
bloque de legalidad y sometimiento a los órganos de control, entre otros.


5º- Que el artículo 3 de la Ley No. 8422 establece el deber de probidad aplicable a toda persona funcionaria pública, el cual obliga
a cumplir las funciones que le confiere la ley con rectitud, buena fe y estricto apego a la legalidad, asegurando que las decisiones
que se adopten en cumplimiento de las atribuciones públicas se ajusten a la imparcialidad y se orienten a la satisfacción del interés
general.


6º- Que el artículo 13, inciso a) de la Ley General de Control Interno, Ley No 8292 del 04 de setiembre de 2002, establece como
deber de las y los jerarcas y titulares subordinados, tomar acciones para promover la integridad y el cumplimiento de los valores
éticos de la función pública a nivel institucional.


7º-Que la Organización de Cooperación y Desarrollo Económicos (OCDE), de la cual nuestro país se encuentra en proceso de
adhesión, recomienda la adopción de medidas para la prevención, identificación y manejo adecuado de los conflictos de interés, en
el documento “Guidelines for Managing Conflict of Interest in the Public Service”.


8º- Asimismo, que la Ley Orgánica del Poder Judicial, Ley No 7333 del 01 de julio de 1993, en su artículo 194, permite aplicar el







régimen disciplinario a infracciones o negligencia en el cumplimiento de los deberes propios del cargo, siendo que con la
promulgación de la Leyes citadas, todos los y las funcionarias públicas, está obligados a cumplir las funciones que les confiere la
ley con respeto al deber de probidad, es decir, actuar con rectitud, imparcialidad, buena fe y estricto apego a la legalidad.


9º- En consecuencia, además de los deberes y responsabilidades establecidos en la citada normativa, así como los específicos que
establece la Ley Orgánica del Poder Judicial y el Estatuto de Servicio Judicial, las personas servidoras judiciales deberán cumplir
con la siguiente normativa:


Capítulo I. Aspectos generales


Artículo 1. Objetivo.


Este Reglamento busca dotar al Poder Judicial de una normativa que oriente y regule la prevención, la identificación y la debida
gestión de los conflictos de interés del personal del Poder Judicial, y contribuya al aseguramiento de la imparcialidad y la probidad
en el ejercicio de sus funciones y en la satisfacción del interés público.


Artículo 2. Ámbito de aplicación.


Las normas contenidas en este Reglamento serán aplicables a todas las personas que laboran en el Poder Judicial, sea en
propiedad, interinas o suplentes, sin perjuicio de lo dispuesto en otras normas, y serán obligatorias para todas ellas, en lo que les
sea aplicables de acuerdo con sus competencias y responsabilidades. Lo anterior también comprende a las personas meritorias o a
quienes desarrollen programas de voluntariado, pasantías y trabajos para fines académicos.


Artículo 3. Definición de conflicto de interés.


Para efectos de este Reglamento, se considera que un conflicto de interés de naturaleza pública es aquel que involucra un conflicto
entre el deber público y los intereses privados de una persona servidora pública, en el que esta tiene un interés privado con
capacidad de influir indebidamente en el ejercicio de sus deberes y responsabilidades oficiales.


Artículo 4. Tipos de intereses privados relevantes.


Los intereses privados con capacidad de generar conflictos de interés  pueden ser de distinta índole: financieros o pecuniarios
(negocios, deudas, expectativas de trabajos, etc.), derivados de relaciones familiares (círculo familiar cercano en los términos
estipulados en este reglamento), afectivos (amistad íntima, enemistad manifiesta, noviazgo, relaciones de pareja públicas o
clandestinas, etc.), organizaciones comunales, religiosas o de las afiliaciones con o sin fines de lucro, empresariales, políticas,
sindicales o profesionales, entre otros.


La sola presencia de uno de los intereses privados anteriormente indicados, no determina una falta, sino únicamente cuando
concurren las circunstancias apuntadas por el artículo 3°.


Artículo 5. Manejo adecuado de los conflictos de interés.


Los conflictos de interés deben ser manejados de manera adecuada, oportuna y efectiva, a través de medidas tendientes a su
prevención, detección y solución, lo que incluye la sanción de las conductas contrarias a la regulación de los conflictos de interés,
por el riesgo que implican para la buena gestión pública, la probidad e integridad en el ejercicio de la función pública, y la grave
amenaza que estos representan para el interés general, la confianza, la imagen y credibilidad institucionales.


Artículo 6. Principios esenciales para el manejo de los conflictos de interés.


Las personas servidoras judiciales y las autoridades encargadas de la gestión de los conflictos de interés en el Poder Judicial,
frente a los problemas de este tipo, deben observar los siguientes principios:


-Servir al interés general: debe asegurarse que la función pública sea ejercida buscando la satisfacción del interés general, con
apego a la legalidad, sin la menor consideración de provecho personal.


-Transparencia y escrutinio: los intereses y relaciones privadas del personal judicial que puedan comprometer el ejercicio
desinteresado de las funciones públicas, deben ser revelados de manera apropiada y oportuna, como garantía de transparencia y
correcta gestión de las situaciones de conflictos de interés.


-Promover la responsabilidad individual y ejemplo personal: las personas servidoras judiciales deben comportarse todo el tiempo
con integridad, y asumir la responsabilidad de organizar sus asuntos privados para evitar los conflictos de interés.


-Imparcialidad e independencia: se debe privilegiar la independencia e imparcialidad en la gestión de las funciones, como medio
para asegurar su efectivo cumplimiento y la satisfacción del interés general.


-Protección de la confianza y credibilidad de la función judicial: la desconfianza y el desprestigio se deben evitar, por los
responsables en cada caso concreto, mediante la adopción de medidas efectivas y oportunas que den solución a los conflictos de
interés de las personas servidoras judiciales y tutelen la imagen de imparcialidad e integridad del Poder Judicial, con apego a la ley.


Artículo 7. Evitar los conflictos de interés.


La persona servidora judicial es la principal responsable de vigilar que sus intereses privados no afecten las funciones a cargo del
Poder Judicial, la confianza y credibilidad institucional. Deberá evitar colocarse en situaciones de conflictos de interés que
menoscaben o pongan en riesgo su imparcialidad, independencia e integridad para el ejercicio de las funciones de su cargo o
puedan generar dudas razonables acerca de su objetividad o independencia o la del Poder Judicial.


Artículo 8. Revelar los intereses privados que los coloquen en conflictos de interés.


Las personas servidoras judiciales están obligadas a informar formalmente a su instancia superior jerárquica, sobre los intereses
privados, que sean potencialmente generadores de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, en el ejercicio de sus







funciones, de manera transparente, oportuna y oficiosa.


Las situaciones sobrevinientes de parentescos por afinidad hasta tercer grado, ofrecimiento o entrega de regalos o ventajas de
cualquier naturaleza, nuevas actividades privadas de la persona servidora judicial, relaciones personales afectivas o de negocios,
entre otras, que sean potencialmente generadoras de conflictos de interés en los términos del artículo anterior, deberán ser
informadas de forma inmediata, para permitir su manejo adecuado.


En el caso de las magistradas o los magistrados, deberán efectuar la comunicación a la Presidencia de la Sala respectiva, las
Presidentas o los Presidentes de las Salas al Pleno de la Sala en que labora, y la Presidenta o el Presidente de la Corte Suprema
de Justicia a la Vicepresidenta o el Vicepresidente, y viceversa.


En el caso de los integrantes del Consejo Superior, deberán comunicarlo a quien lo preside.


El órgano a quien se le informe, deberá decidir por el procedimiento administrativo o jurisdiccional que corresponda.


Artículo 9. Deber de abstención.


Además de las causales reguladas en la ley, todas las personas que laboran para el Poder Judicial deberán abstenerse de
asesorar, auxiliar, conocer, opinar o influir de cualquier forma (incluyendo el uso de redes sociales o Internet), participar en la
discusión o resolver asuntos sometidos a su conocimiento, ya sea individualmente o como miembro de un órgano colegiado,
cuando se encuentren bajo los siguientes supuestos:


1.       Tengan un interés directo.


2.       En asuntos que le interesen de la misma manera a su cónyuge, conviviente, ascendiente, descendiente o pariente hasta el
tercer grado de consanguinidad o tercer grado de afinidad, madrastras, padrastros, hijastras, hijastros, o persona con quien tenga
hijas o hijos.


3.       Sean asuntos de interés directo de personas jurídicas o empresas con las cuales la persona servidora judicial o sus
parientes, en los términos descritos en el inciso anterior, tengan o hayan tenido, en los últimos doce meses, participación
accionaria, ya sea directamente o por intermedio de otras personas jurídicas en cuyo capital social participen, o sean o hayan sido
apoderadas, apoderados o integrantes de algún órgano social.


No hay causal cuando el nexo con la persona jurídica sea irrelevante para demeritar la objetividad de la persona servidora judicial.


4.       Ser o haber sido tutora, tutor, curadora, curador, apoderada, apoderado, representante, administradora o administrador de
alguna de las personas interesadas directas en el asunto, o lo haya sido el cónyuge, conviviente, hermanas, hermanos,
ascendiente o descendiente de la persona servidora judicial.


5.       Cuando tenga amistad íntima o enemistad manifiesta con alguna de las personas interesadas en el asunto,  o la tenga, su
cónyuge, conviviente, hermanas, hermanos, ascendiente o descendiente de la persona servidora judicial.


6.       En asuntos en que alguna de las personas interesadas directas, sea o haya sido, en los doce meses anteriores, socia, socio,
jefa, jefe, compañera o compañero de trabajo de la persona servidora judicial.


7.       Cuando alguna de las personas interesadas en la respectiva gestión, sea acreedora, acreedor, deudora, deudor, fiadora,
fiador por más de un salario base mensual correspondiente al “Auxiliar administrativo 1)” de la relación de puestos del Poder
Judicial, de la persona servidora judicial que deba tramitar o resolver el asunto, o de su cónyuge y demás parientes mencionados
en el inciso 2, de este artículo.


No aplica esta causal, si el vínculo de crédito o fianza fuere con el Estado, o cualquier institución pública.


8.       En asuntos en que, antes de ingresar a laborar al Poder Judicial, la persona servidora judicial hubiera intervenido, sea a
favor o en contra, de las personas interesadas directas del asunto.


9.       Cuando a la persona servidora judicial se le hubiere impuesto alguna sanción en virtud de una queja interpuesta en el mismo
proceso o con anterioridad, por alguna de las personas interesadas directas del asunto o su representante.


10.     En asuntos de interés de una persona que sea o haya sido parte contraria en un proceso jurisdiccional o administrativo, de la
persona servidora judicial o de alguno de los parientes mencionados en el inciso 2. de este artículo, en los dos años precedentes a
la iniciación del trámite.


11. La existencia de circunstancias que den lugar a dudas justificadas respecto de su imparcialidad u objetividad


Todas las personas servidoras judiciales con motivo de abstención y que esto les conste, deberán excusarse de intervenir en el
asunto respecto del cual lo tengan.


Si fuere jueza o juez, se procederá como indica la Ley Orgánica del Poder Judicial o, en su defecto, el Código Procesal Civil.


En los demás casos, se presentará el motivo de abstención por escrito ante la Jefatura inmediata, en la que de manera concreta se
expresará el hecho o los hechos en que se funda y la causal que la autoriza, para cuyos efectos se ofrecerán o aportarán en el
mismo acto las pruebas correspondientes. La Jefatura deberá resolver la gestión planteada en el plazo máximo de tres días hábiles.


Artículo 10. Deber de denunciar.


Todo el personal del Poder Judicial deberá estar atento y denunciar, ante el nivel superior jerárquico o ante la autoridad
competente, las situaciones de conflicto de intereses que afecten a otras personas servidoras judiciales, en el sentido regulado en
este reglamento.


Artículo 11. Obligaciones de las jefaturas.







Las jefaturas tienen un papel fundamental en la debida gestión de los conflictos de interés de las personas servidoras del Poder
Judicial, y deberán cumplir con las siguientes obligaciones:


a)       Determinar las principales causas que podrían generar el riesgo de conflictos de interés que afectan a sus personas
subalternas, en razón del rango, funciones, circunstancias personales, entre otros aspectos.


b)      Al menos dos veces al año enviar a las personas integrantes del Despacho u Oficina una circular para recordarles las graves
consecuencias para la buena gestión pública que están asociadas a los conflictos de interés, así como los alcances de las
obligaciones previstas en esta materia que les aplican, y orientarles al respecto.


c)       Abrir espacios adecuados para que sus colaboradoras y colaboradores, de manera transparente, oportuna y en un ambiente
de confianza, formulen sus dudas sobre las obligaciones en esta materia, y revelen los intereses privados que los puedan colocar
en una situación potencial de conflicto de interés.


d)      Estar vigilantes para identificar las situaciones de conflicto de interés que puedan afectar a sus colaboradoras y
colaboradores en el desempeño de sus funciones.


e)       Tomar las medidas necesarias para prevenir los conflictos de interés del personal a su cargo, y darle una solución adecuada
a las situaciones que han sido inevitables en razón de los vínculos existentes, sean familiares o de otro tipo, con el fin de impedir la
afectación a la gestión judicial, y a la imagen y credibilidad del Poder Judicial.


f)       Ser firmes en la denuncia de las infracciones a la regulación de conflictos de interés, y cualquier conducta que ponga en
riesgo la imparcialidad, la integridad pública, o genere dudas razonables, sobre la independencia y objetividad de la actuación del
personal judicial.


Artículo 12. Resolución de las situaciones de conflicto de interés.


Siempre que se identifique una situación de conflicto de interés, deberán tomarse las medidas necesarias para resolverlo con el fin
de evitar una afectación al interés público, a la buena gestión de los asuntos a cargo del Poder Judicial, la confianza y credibilidad
institucional, y prevenir conductas de corrupción de las personas servidoras judiciales.


Las medidas adoptadas deberán ser proporcionales al nivel del riesgo de afectación al interés público que implique la situación de
conflicto de interés identificada, y conciliar, en la medida de lo posible, los intereses de la organización, el interés general y los
intereses legítimos de las personas servidores judiciales.


Los conflictos de interés podrán resolverse si concurren cualesquiera de las siguientes circunstancias, entre otras:


a)       Abstención del conocimiento del asunto específico, cuando se trate de una situación aislada o poco recurrente.


b)      Renuncia de la persona servidora judicial al interés privado.


c)       Reorganización de los deberes y responsabilidades de la persona servidora judicial conforme al debido proceso.


e)       Traslado a otro puesto conforme al debido proceso.


Artículo 13. Consideración de los conflictos de interés en procesos de selección de personal.


Las autoridades a cargo de los procesos de selección o movimientos de personal deberán adoptar medidas que les permitan
identificar eventuales situaciones de conflictos de interés, que puedan afectar a aspirantes a puestos en el Poder Judicial, y valorar
su relevancia en aras de determinar su condición de idoneidad. Además, deberán tener especial cuidado en el aseguramiento del
cumplimiento de las causales de inelegibilidad previstas en la ley para la prevención de los conflictos de interés.


Artículo 14. Incompatibilidades para la contratación administrativa.


Las autoridades a cargo de los procesos de contratación administrativa deberán adoptar las medidas de verificación necesarias
para evitar violaciones al régimen de prohibiciones establecido en los artículos 22 y 22 bis de la Ley de Contratación Administrativa,
conforme lo dispone el numeral 20 de su Reglamento. Dentro de los sujetos que pueden generar un cuestionamiento a la
transparencia del proceso licitatorio, están las personas físicas y jurídicas que fungen como consultores de los oferentes en
cualquier tipo de contratación pública. Respecto de estos, siempre que se tenga conocimiento previo de ello, la persona servidora
judicial deberá comunicar su relación de parentesco de acuerdo con lo estipulado en el artículo 48 de la Ley contra la Corrupción,
que reconoce el parentesco hasta tercer grado tanto por consanguinidad como por afinidad.


La información actualizada sobre las personas físicas, aludidas en este artículo, que laboran en el Poder Judicial, cubiertas por el
régimen de prohibiciones, será publicada de manera oficiosa y oportuna en la página Web institucional.


Artículo 15. Ejemplo de la clase gerencial y jefaturas.


Las personas funcionarias de la clase gerencial y las jefaturas, deberán dar el ejemplo personal al organizar sus intereses privados
de manera que quede protegida su propia reputación de integridad y la de la institución.


Artículo 16. Declaración sobre parentescos.


Todas las personas aspirantes a puestos en el Poder Judicial estarán obligadas a presentar a la Dirección de Gestión Humana, al
momento de hacer su oferta, una declaración jurada en la que hagan constar el nombre del cónyuge o de la persona conviviente,
así como las relaciones de parentesco de hecho o de derecho que tengan con servidores y servidoras judiciales, hasta el tercer
grado de consanguinidad o afinidad, con indicación del cargo y oficina en la que laboran.


Todas las personas servidoras judiciales, una vez designadas en cualquier modalidad de nombramiento, deberán actualizar la
información contenida en el documento citado, en forma inmediata, cada vez que varíen las circunstancias declaradas y la persona







interesada concurse por un nombramiento. Tómese en consideración lo dispuesto en el artículo 14, de esta normativa para las y los
consultores de las personas físicas o jurídicas oferentes.


El registro de información que debe llevar la Dirección de Gestión Humana para los efectos, debe ser consultado, previo a la
realización de cualquier movimiento de personal.


Artículo 17. Publicación oficiosa de información sobre suplencias de magistraturas.


En el sitio Web oficial de cada una de las Salas de la Corte Suprema de Justicia, en un lugar visible, se publicitará el listado de las
Magistradas y los Magistrados Suplentes, el período de nombramiento, una reseña de su currículo y de la actividad profesional
externa que realizan (historial laboral), y cualquier otra información que se considere pertinente. En caso de que se trate de
abogadas o abogados litigantes, se deberá indicar en esos términos, con mención de la oficina o firma de abogados en la que
prestan sus servicios o ha prestado servicios en los últimos dos años.


Asimismo, se deberá llevar en la Secretaría de la Corte un registro con la información actualizada de los siguientes contenidos:
períodos de sustitución de cada uno de las magistradas y los magistrados suplentes, con indicación de las prórrogas, el nombre de
la magistrada o el magistrado titular a quien suple en cada período, o bien la razón de la suplencia y los motivos por los que no ha
aceptado determinada propuesta de nombramiento o de las fechas en las que han concurrido a votación. Las Magistradas y los
Magistrados Suplentes que litiguen, tienen prohibido hacer ostentación de su cargo público en el ejercicio liberal de su profesión o
ante cualquier despacho judicial.


Artículo 18. Regalos y otros beneficios.


Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 20 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la Función Pública, así
como su reglamento, las personas servidoras judiciales no deberán solicitar ni aceptar, directa o indirectamente, regalos,
comisiones, premios, donaciones, favores, propinas o beneficios de cualquier tipo, con motivo u ocasión del desempeño de sus
funciones. Se excepciona, el supuesto previsto en el artículo 20 de la Ley contra la Corrupción y el Enriquecimiento Ilícito en la
Función Pública.


Artículo 19. Obsequios dirigidos a familiares.


Las personas servidoras del Poder Judicial deberán adoptar las medidas que, razonablemente, sean necesarias para garantizar
que las personas aludidas en el artículo 9 inciso 2) de este Reglamento, no reciba ningún regalo o beneficio, entregado con motivo
u ocasión del desempeño de sus funciones, cuando tenga conocimiento de este tipo de ofrecimientos.


Artículo 20. Colaboraciones para viajes y pago de estudios.


Ninguna persona servidora judicial, aprovechando o haciendo indebida ostentación del cargo, podrá solicitar o recibir de personas
físicas o jurídicas, directa o indirectamente, colaboraciones para viajes, aportes en dinero, pago de estudios o cursos, para su
propio beneficio o de una de las personas indicadas en el artículo 9 inciso 2) de este Reglamento. Se exceptúan de lo anterior las
becas universitarias, capacitaciones, seminarios, congresos, encuentros o cualesquiera asuntos que sean de interés institucional
en los términos señalados en el artículo anterior.


Artículo 21. Participación en actividades organizadas o patrocinadas por proveedores y aceptación de obsequios.


Todo servidor o servidora con poder de decisión sobre la contratación de bienes, suministros o servicios, tiene prohibido recibir
premios, regalos, participar en rifas o actividades organizadas o patrocinadas por los proveedores ordinarios o potenciales. Se
exceptúan los planes de capacitación ordinarios o las actividades autorizadas expresamente por el superior en forma razonada,
para cumplir funciones de acuerdo con la ley.


Las autoridades encargadas de los procesos de adquisición de bienes y servicios deberán informar a los proveedores de la
Institución sobre los alcances de esta prohibición, como medida de carácter preventivo.


La infracción a esta norma será considerada falta grave de acuerdo al artículo 97 de la Ley de Contratación Administrativa.


Corresponderá al Departamento de Proveeduría del Poder Judicial, mantener un listado actualizado mensualmente, en el que se
incluya el total de proveedores ordinarios y aquellos que estuvieren inscritos como interesados en participar en las contrataciones
restringidas o por registro que promueva este Poder de la República.


Artículo 22. Pago por discursos, conferencias o actividades similares.


Las personas servidoras judiciales no podrán aceptar honorarios ni ningún tipo de regalía o remuneración por su participación en
discursos, conferencias, o actividades similares, cuando hayan sido invitados a participar en razón o con ocasión del ejercicio de
sus funciones o del cargo que desempeñan. Quedan exceptuadas las actividades académicas de acuerdo con lo dispuesto en la
Ley Orgánica del Poder Judicial y los gastos de traslado, viáticos y hospedaje, todo condicionado a la autorización previa del
Consejo Superior o Corte Plena, según corresponda.


Artículo 23. Regalos del personal a cargo.


Las jefas y jefes judiciales no deberán aceptar regalos, invitaciones o atenciones sociales del personal a su cargo, fuera del
convencionalismo social, que puedan dar motivo razonable a que un observador dude de su imparcialidad en el ejercicio de las
funciones de supervisión y disciplina que les corresponden respecto a estos.


Artículo 24. Prohibición de realizar actividades privadas incompatibles.


Las personas servidoras judiciales no deberán ofrecer o desempeñar trabajos o actividades privadas, remuneradas o no, que
comprometan su imparcialidad, posibiliten un conflicto de interés o contra sus deberes y responsabilidades en la función pública.







Artículo 25. Prestación de servicios a terceros.


Ninguna persona servidora del Poder Judicial deberá patrocinar, representar o prestar servicios remunerados o no, directa o
indirectamente, a personas interesadas en asuntos tramitados en su oficina, sea respecto a estos o cualquier otro tipo de asunto, lo
cual incluye oficinas jurídicas o de negocios, firmas comerciales, abogados, empresas relacionadas con abogados, personas
usuarias frecuentes de los servicios judiciales, entre otros similares, con las excepciones de la ley para actividades académicas u
oficiales, en cuyo caso se requerirá la aprobación previa del Consejo Superior.


Artículo 26. Solicitud de colaboración para la institución.


Las personas servidoras judiciales no deberán solicitar servicios o recursos especiales para la institución, cuando dicha aportación
comprometa o condicione en alguna medida la toma de decisiones.


Artículo 27. Aprovechamiento indebido del cargo, prestigio, influencia y otros elementos asociados.


Queda prohibido a todo el personal del Poder Judicial en el ejercicio del cargo:


a) Utilizar el poder oficial, el prestigio o la influencia que surja de él, para conferir o procurar servicios especiales, nombramientos, o
cualquier otro beneficio personal a su favor, de sus familiares, amistades o cualquier otra persona; medie o no remuneración.


b) Aprovecharse indebidamente de los servicios que presta la institución, en beneficio propio, de familiares o amigos, sea directa o
indirectamente.


c) Hacer uso del título oficial, los distintivos, la papelería o la influencia de la oficina pública para asuntos de carácter privado.


d) Poner a su servicio el personal a su cargo, en beneficio propio, de familiares o amigos.


Artículo 28. Nexo con las partes.


Las personas servidoras judiciales no podrán tramitar ni conocer asuntos en que alguna de las partes sea su acreedor, deudor,
fiador o fiado, empleado o patrono, salvo que el nexo sea con el Estado o cualquier institución pública; también se exceptúa, si se
da con una sociedad mercantil, una corporación, una asociación o cualquier otra persona jurídica, cuando el nexo con estas sea
irrelevante para demeritar la objetividad del funcionario.


Artículo 29. Uso de los bienes, materiales y útiles de la oficina.


Las personas servidoras judiciales no deberán utilizar las instalaciones físicas, el equipo de oficina, vehículos o demás bienes
públicos a que tengan acceso, para propósitos ajenos al fin para el que están destinados, cuando sea contrario a la normativa
institucional.


Artículo 30. Emisión de cartas de recomendación.


Las personas servidoras judiciales no deberán aceptar o emitir cartas de recomendación, haciendo uso de su cargo, en beneficio
de personas o grupos específicos para procurar nombramientos, ascensos u otros beneficios.


Lo anterior excluye las solicitudes de evaluación con fines laborales internos, así como las recomendaciones de tipo académico,
emitidas en ese carácter.


Artículo 31. Aceptación de trato preferente.


Las personas que laboran para el Poder Judicial no deberán aceptar ningún trato de favor o situación que implique privilegio o
ventaja injustificada por parte de personas físicas, entidades públicas o privadas. Asimismo, deberán someterse a las mismas
condiciones o exigencias previstas para el resto de las personas en las operaciones financieras, obligaciones patrimoniales o
negocios jurídicos que realicen.


Artículo 32. Información confidencial.


Las personas servidoras judiciales no deberán participar, directa o indirectamente, en transacciones comerciales o financieras,
aprovechándose de información confidencial de la cual tengan conocimiento en razón de su cargo, de forma tal que ello les confiera
una situación de privilegio de cualquier carácter, para sí, o para terceras personas.


Artículo 33. Participación política y uso indebido del cargo para beneficio de agrupaciones políticas


Ninguna persona servidora judicial podrá participar en procesos y actividades político-electorales: asistir a clubes, reuniones,
manifestaciones, votar en las elecciones internas de las agrupaciones políticas y cualquier otro acto de carácter político electoral o
partidista, ni externar opiniones o comentarios que explícitamente se puedan interpretar como una declaración de pertenencia o de
rechazo a una determinada filiación política partidaria, esto incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet, con la
única salvedad, de la emisión de su voto en las elecciones nacionales.


Tampoco podrán utilizar el cargo, sus funciones, la autoridad o influencia que pueda derivarse de él, así como cualquier otro
recurso público asociado a su ejercicio, para beneficiar a un partido político.


En adición, tendrán prohibido dar donaciones o contribuciones de cualquier tipo a partidos políticos, o a candidatas o candidatos en
todo proceso de elección popular.


Artículo 34. Prohibición de lobby para acceder a cargos.


Las personas servidoras del Poder Judicial tienen prohibido hacer lobby político, recomendar, promover o censurar a terceros ante
la Asamblea legislativa, directa o indirectamente, para la designación de magistradas y magistrados propietarios y suplentes.


Artículo 35. Manifestación de interés u opinión sobre asuntos de su conocimiento.







Las personas servidoras judiciales no deberán interesarse indebidamente y de cualquier modo en asuntos pendientes ante los
tribunales, ni expresar públicamente o insinuar privadamente su opinión respecto de los asuntos, que en razón de su cargo
conocen, esto incluye cualquier medio de información, redes sociales o Internet.


Artículo 36. Regulación de audiencias


En el ejercicio del derecho de acceso a los cargos públicos en condiciones de igualdad, toda persona tiene derecho a solicitar
audiencia y a ser escuchado por la persona integrante de un órgano al que le corresponda designar en un concurso público.


No se podrá hacer ningún tipo de discriminación injustificada entre quienes soliciten audiencia, la que deberá concretarse a la
presentación de atestados y a dar a conocer las capacidades e interés en el concurso, todo ello con el fin de que se pueda adoptar
una decisión informada.


La reunión se realizará en el despacho de la persona funcionaria decisora y se dejará constancia del motivo de la visita en la
agenda de cada despacho.


Ningún jerarca institucional podrá negar injustificadamente una audiencia, cuando el tema por tratar esté relacionado con el
gobierno judicial o sea de alto interés público


Artículo 37. Trato a las partes.


Las autoridades jurisdiccionales deben tratar por igual a las partes del proceso, sin incurrir en actos que reflejen algún tipo de
favoritismo por una de ellas. La judicatura debe percibirse ante la imagen pública en todo momento independiente e imparcial.


Artículo 38.- Atención a las partes en un proceso judicial.


En el ejercicio del derecho de tutela judicial efectiva las partes y terceros interesados o los profesionales que lo requieran, tendrán
derecho en condiciones de igualdad, a ser atendidas con respeto y dignidad y a ser escuchadas personalmente por los juzgadores
o los jefes administrativos correspondientes, la cual se podrá denegar, siempre y cuando se justifique a la persona que podrá
afectarse la eficacia y eficiencia en la prestación del servicio público.


No se podrá hacer ningún tipo de discriminación injustificada entre quienes soliciten audiencia, cuyo trámite debe ser sencillo de
preferencia oral o por vía electrónica. De presentarse alguna incidencia que la persona funcionaria estime relevante suscribirá, a la
brevedad posible, una constancia sucinta de lo acontecido, en un registro que al efecto llevará el despacho.


Cuando las circunstancias lo aconsejen, la audiencia podrá otorgarse en la recepción del despacho o ante otro funcionario
debidamente autorizado.


Queda prohibido a quienes administran justicia adelantar criterio sobre el fondo de un asunto bajo su conocimiento.


Artículo 39. Procesos pendientes de resolución


A las personas servidoras judiciales les está prohibido comentar, por cualquier medio (incluyendo las redes sociales y el Internet),
proyectos de resolución de sentencia, resoluciones que no estén firmes, y cualesquiera actuaciones jurisdiccionales o judiciales por
efectuarse, con agentes políticos, las partes, medios de comunicación ni ninguna persona que no sea una persona servidora
judicial ligada a la tramitación del expediente correspondiente. Quedan a salvo las actuaciones jurisdiccionales o judiciales, cuyo
diligenciamiento deba ser coordinado con las partes o autoridades correspondientes.


Artículo 40. Intervención indebida de ex servidoras y ex servidores del Poder Judicial en asuntos de conocimiento
institucional.


Las personas servidoras del Poder Judicial deberán rechazar cualquier intervención indebida de ex servidoras y ex servidores
judiciales dirigida a presentar la defensa de sus propios intereses o de terceras personas que representen en asuntos de
conocimiento del Poder Judicial, o que pretendan influir, directa o indirectamente, de manera contraria a la ética y a las
regulaciones pertinentes, entre ellas las del Colegio de Abogadas y Abogados, en la decisión de estos, como garantía de
imparcialidad y de igualdad en el tratamiento de las y los interesados. Las personas servidoras del Poder Judicial deberán reportar
ante el Colegio de Abogadas y Abogados cuando haya elementos suficientes para sospechar la violación a alguna norma que
regule el recto y ético ejercicio liberal de la profesión de abogada o abogado.


Artículo 41. Criterios a considerar.


La infracción a las normas y prohibiciones establecidas en el capítulo anterior acarrea responsabilidad según la gravedad de la
falta, de conformidad con lo establecido en Ley Orgánica del Poder Judicial y las leyes conexas. Al valorar la conducta y establecer
la sanción respectiva se tomarán en cuenta, entre otros, los siguientes factores:


a)       La efectiva lesión al interés público y cuando lo hubiere, la magnitud del daño económico.


b)      El éxito obtenido en el logro de los resultados no deseados por el ordenamiento jurídico o en el enriquecimiento o
favorecimiento de la persona autora de la infracción o de terceras personas, así como el empeño puesto en procurarlos.


c)       El impacto negativo en el servicio público.


d)      La reincidencia en alguna de las faltas establecidas de acuerdo con los contenidos de la Ley Orgánica del Poder Judicial y
supletoriamente en las leyes conexas.


e)       El rango y las funciones de todas las personas que laboran para el Poder Judicial, se entiende que, a mayor jerarquía y
complejidad de estas, mayor será el reproche legal, oportunidad y conveniencia de los actos que se dictan, autorizan o ejecutan.


Artículo 42. Violación al deber de probidad.







Sin perjuicio de las responsabilidades civiles y penales que procedan, la infracción del deber de probidad, debidamente
comprobado y previo cumplimiento del debido proceso, constituirá justa causa para la aplicación del régimen disciplinario, según la
calificación de la falta.


Artículo 43. Divulgación y sensibilización.


La institución tiene el deber de capacitar, concientizar y generar una cultura de cambio en materia de integridad, probidad,
imparcialidad y transparencia a través de las siguientes instancias:


a)       La Escuela Judicial y las Unidades de capacitación del Ministerio Público, Organismo de Investigación Judicial, Defensa
Pública y la Dirección de Gestión Humana deberán de incluir dentro de sus planes anuales operativos los programas y cursos de
capacitación, orientados al desarrollo de estrategias para sensibilizar y capacitar a todas las personas que laboran para el Poder
Judicial, en temas relacionados con el contenido del presente reglamento. Para ello deberán coordinar lo necesario con la Comisión
de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores y la Oficina de Control Interno y Transparencia.


b)      La Dirección de Gestión Humana deberá incluir dentro de la oferta de servicios, una declaración jurada que dé fe del
conocimiento de este reglamento, documento que será requisito indispensable como condición de ingreso al servicio judicial.
Asimismo, coordinará con los diferentes Ámbitos de la institución para incorporar el contenido y el alcance de este reglamento
dentro de los programas de inducción institucional.


Adicionalmente, dicha dirección deberá propiciar otras estrategias y contenidos dentro de los diferentes programas y proyectos a
su cargo, con el fin de desarrollar una cultura de ética, valores y transparencia en toda la organización. Para lograr este cometido,
coordinará lo necesario con la Comisión de Transparencia, la Secretaría Técnica de Ética y Valores, a los Consejos de
Administración de Circuito y a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Comisión de Transparencia.


Todos los puestos de jefatura están en la obligación, en su ámbito de competencia, de propiciar espacios para la discusión, la
concientización y la sensibilización del personal colaborador sobre el contenido de esta reglamentación, con el fin de apoyar
efectivamente las estrategias institucionales en materia de transparencia.


Artículo 44. Consulta e interpretación y aplicación.


Le corresponde a la Oficina de Cumplimiento adscrita a la Comisión de Transparencia, sin perjuicio de las competencias de la Corte
Plena y del Consejo Superior del Poder Judicial, evacuar por escrito las consultas que se formulen sobre la interpretación y
aplicación de este reglamento.


Artículo 45. Carácter complementario.


Esta normativa es complementaria de las leyes que regulan la probidad, la corrupción y enriquecimiento ilícito en la función pública
y del marco legal institucional. Todas las personas que laboran para el Poder Judicial, además de lo regulado en estas normas,
están obligadas a cumplir con la Ley Orgánica del Poder Judicial, las leyes conexas, la normativa vigente en el tema incluyendo la
Directriz D-2-2004-CO “Directrices Generales sobre Principios y Enunciados Éticos a observar por parte de los jerarcas, titulares
subordinados, funcionarios de la Contraloría General de la República, Auditorías Internas y Servidores Públicos en General.”


Artículo 46. Deber de seguimiento por parte de los órganos competentes


Será responsabilidad del jerarca y de los titulares subordinados establecer, mantener, perfeccionar y evaluar las medidas de
control que sean necesarias para el cumplimiento de este Reglamento, así como su adecuado seguimiento.


La Auditoría Interna deberá contemplar dentro de su universo auditable la fiscalización de las actuaciones de los responsables de
esta normativa.


Artículo 47. Vigencia


Este reglamento entrará en vigor nueve meses después de su publicación en el Boletín Judicial”.”


 


San José, 10 de mayo de 2019


 
Licda. Silvia Navarro Romanini


Secretaria General
Corte Suprema de Justicia


 
 
Catalina Conejo Valverde
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Periodo

Rendimiento

Tasa Básica 

Pasiva

Inflación

Rendimiento

Real

Año 2010 8,49% 7,93% 5,82% 2,52%

Año 2011 6,91% 7,50% 4,74% 2,07%

Año 2012 7,27% 9,67% 4,55% 2,61%

Año 2013 6,48% 6,96% 3,68% 2,70%

Año 2014 7,97% 6,89% 5,13% 2,71%

Año 2015 5,10% 6,74% -0,81% 5,95%

Año 2016 7,31% 4,60% 0,77% 6,49%

Año 2017 7,67% 5,95% 2,57% 4,97%

Año 2018 8,52% 5,80% 2,03% 6,36%

Año 2019 7,02% 5,75% 1,52% 5,42%

Año 2020 8,69% 3,50% 0,89% 7,73%

Año 2021 8,54% 3,00% 1,72% 6,70%

Resumen rendimiento de la cartera 


Repositorio centralizado de documentos.msg
Repositorio centralizado de documentos

		From

		SOLIS CAMACHO JOSE FRANCISCO

		To

		Oslean Mora Valdez

		Cc

		MARTINEZ NAVARRO TATIANA; HERNANDEZ MORELLI ROCIO

		Recipients

		omorava@Poder-Judicial.go.cr; martineznt@supen.fi.cr; hernandezmr@supen.fi.cr



Buenos días, Oslean: en procura de una gestión ágil y centralizada de la documentación clave del Fondo que usted representa, interesa plantear para su valoración, la posibilidad de crear un acceso compartido (similar al existente para las actas de la JUNAFO), en donde se incluyan y nosotros podamos consultar de forma directa la última versión de los siguientes documentos:



 



1.        Reglamento del Fondo.



2.        Plan Estratégico.



3.        Plan estratégico de TI.



4.        Plan Operativo.



5.        Plan operativo de TI.



6.        Plan de capacitaciones general y de TI.



7.        Manual de políticas y procedimientos.



8.        Política de Inversiones.



9.        Política de Manejo de Liquidez.



10.    Planificación Estratégica de Inversiones.



11.    Código de Gobierno Corporativo.



12.    Contrato de Custodia.



13.    Marco de Gestión de Riesgos.



14.    Declaratoria de Apetito de Riesgos.



15.    Modelo de Negocio.



16.    Metodología de Pérdidas Esperadas.



17.    Política de Solvencia.



18.    Contratos con los puestos de bolsa.



19.    Código de ética y de conflictos de interés.



20.    Acuerdos de nivel de servicio.



21.    Plan de contingencia.



22.    Plan de continuidad de negocio.



23.    Política de calidad (gestión documental).



 



Además, se adjunta un reporte en formato Excel (de referencia) para incluir en él los datos de los funcionarios clave del Fondo, para cuando se requiera alguna consulta relativa al Fondo o de alguno de los documentos que se incluyan en el repositorio en comentario. Sería de gran ayuda que en este reporte se agreguen los responsables de las funciones de cumplimiento (cuando ya esté nombrado), auditoría interna (cuando ya esté nombrado), riesgos y, de ser posible, al menos los presidentes de la JUNAFO y de los comités de inversiones y de riesgos.



 



Se estaría solicitando que las personas que de seguido se indican, dispongan de acceso al sitio compartido:



 



Mauricio Soto Rodríguez: sotorm@supen.fi.cr



Juan José Víquez Rodríguez: viquezrj@supen.fi.cr



Rocío Hernández Morelli: hernandezmr@supen.fi.cr



José Fco. Solís Camacho: soliscj@supen.fi.cr



Carlos E. Soto Quirós: sotoqc@supen.fi.cr



Rafael A. Chavarría Delvó: chavarriadr@supen.fi.cr



Krisia S. Cordero Garro: corderogk@supen.fi.cr



Tatiana Martínez Navarro: martineznt@supen.fi.cr



Jorge E. López Martínez: lopezmj@supen.fi.cr



 



Quedo atento a sus observaciones y cualquier consulta, a la orden, sea por este medio o llamada.
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FONDOS 


			


						CONTACTOS EN FONDOS


						FONDO			Contacto			Respecto a			Teléfono			E-mail


						BCR			MBA Javier Vargas			Administrador			287-90-00  Ext. 1922-1923


						BCAC			Miguel Sánchez Leandro			Gerente			550-06-18 ó 550-02-02			551-8538  FAX


						BNCR			José Ml. Carvajal			Contador			212-2351


									Carlos Chavarría			Gerente			212-2351			cchavarria@bncr.fi.cr


									Laura Sánchez			Asistente			212-2351			lsanchezca@bncr.fi.cr


						ICE			Javier Díaz Charpantier			Contador			220-6626			jadiaz@msmail.ice.go.cr


									Manuel Garro						220-6621


									Guillermo Salas			Jefe Inversiones			220-6612


						RECOPE			Israel Ramírez			Contador			253-7062


									Gabriel Carvajal			Información mensual			253-7062


						ICT			Alexander Johnson			Junta Administrativa			299-58-62      Fax. 291-56-49			ajohnson@ict.go.cr


									Juan Huertas			Junta Administrativa			Dir. 258-4335  - Ext. 343


									Karla Fonseca			Encargada			Dir. 256-3857  Cen. 223-1733  Ext. 337


									Ana María Fung Li			Contadora


						NOTARIADO			Alicia Bogarín			Gerente (Dirección General de Notariado)			295-3833 o 295-3953


									Ivannia Aguilar			Administradora del Fondo			223-7690


									BN- Vital			Max Avendaño (Jefe Contab.)			223-2166			mavendaño@bncr.fi.cr


												Ronald Castro  (Jefe Inversiones)			212-0961			rcastro@bncr.fi.cr


												Norverto Castro  (Jefe Operaciones)			212-0943
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29 de setiembre de 2021 
  
Licenciado   
Luis Sánchez Peñaranda  
Jefe Custodia de Valores  
Banco de Costa Rica 


 
 


 Asunto: Resultado conciliación títulos valores 
agosto 2021 


 
Estimado señor:  
 


Para los fines correspondientes, se comunica que producto del proceso de conciliación de 
Inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPPJ) que realiza 
este Poder de la República con los estados de cuenta de los títulos valores brindados por 
esa Custodia, se identificaron diferencias según información que mantiene el Sistema de 
Inversiones del Poder Judicial  con respecto al estado de cuenta recibido, por lo que a 
continuación se detalla un resumen de lo analizado:   
 
1. Las operaciones para este periodo de agosto 2021, quedó solo el siguiente caso 


pendiente. 
 


 
 
1.1 Caso 1: Cupon colones faltante estado de cuenta custodio: 


 


 
Detalle de cupones en colones no reportados en Estado de Cuenta Custodio 
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1.2 Caso 2: Principales y Cupones colones, Cupones dólares y UDES con diferencia: 
 
 


Se presentan diferencias entre el dato del Poder Judicial y la información remitida por 
ese custodio en cupones por la suma de: -¢20,032,139.12 (suma de más colones), -
$510.85 y 144.76 en UDES, para lo cual se adjunta el resultado de la conciliación 
efectuada y se detallan las diferencias más representativas en cuanto a monto. 
 


 
Dado lo anterior, considerando las diferencias que se presentan a partir del cambio de 
formato de dicho estado, es indispensable que se tomen las medidas necesarias con el fin 
de que se incluya en los estados de cuenta toda la información con respecto a los 
principales y los cupones de las inversiones por ejemplo el instrumento que no viene 
contemplado dentro de dichos reportes, dado que, se debe informar a la Junta 
Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, los resultados de 
la conciliación mensual y la solución a las inconsistencias que se presenten.  
 
Cabe indicar, que la mayoría de las diferencias se han subsanado, quedando pendiente 
algunas inconsistencias conforme se indicó. 
 


 
Atentamente,  
 


 
 
 


Lic. Fabián Salas Fernández   
Jefe a.i. Proceso de Inversiones  


 
CGS/BCH 
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I. INFORMACIÓN GENERAL. 
 


1.1 Antecedente:  
 
En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones 33-14 del 10 de abril 
de 2014, artículo XCIX y 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV y lo consignado 
por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, la Dirección de la Junta 
Administradora del FJPPJ, Proceso Financiero, realizó el análisis comparativo de 
títulos valores de las inversiones relativas a las dependencias del Fondo de 
Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con los estados remitidos por los entes 
bancarios y custodia, que comprende la siguiente cartera de inversión: 
 


 Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial 
 
1.2 Procedimiento: 
 
El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que 
respaldan las inversiones con títulos valores desmaterializados1, así como los títulos 
valores físicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos 
económicos de las diferentes carteras que se administran. Lo anterior, contiene la 
información con corte al 31 de agosto de 2021. 
 
1.3 Situaciones detectadas: 
 
En cuanto a los cupones de igual forma se realizaron varios intentos con el propósito 
de determinar el método más adecuado para ejecutar la conciliación de éstos, lo cual 
generó la inversión de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la 
información contenida en el estado de cuenta, producto de lo cual se identificó: 
 
 No todos los cupones se reflejaban en dicho estado, algunos se muestran 


agrupados por número de ISIN y fecha de vencimiento por lo que no es factible 
conciliarlos individualmente. 
 


 Se identificó que algunos cupones presentan tasas y montos de interés que 
difieren a los registrados por el Poder Judicial o que del todo no se encuentra un 
cupón.  


 
Por otra parte, es importante indicar que algunas diferencias presentadas en meses 
anteriores, correspondían a la diferencia en la metodología del cálculo de intereses 
para inversiones con tasa variable; sin embargo, conforme a reunión sostenida con el 
custodio se determinó que éstas diferencias corresponden a cupones de intereses 
proyectados (dado que la tasa de interés se calcula en la fecha de inicio de cada 
cupón), por lo que no se reflejan en los resultados obtenidos en la presente 
conciliación. 
 
 
 


 
1Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento físico. 
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Dado lo anterior, a continuación, se presentan los anexos donde se muestra el análisis 
realizado: 
 
I.I. FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL  


 
 
En agosto de 2021, para el análisis comparativo de la información brindada por los 
emisores y ente custodio, con los controles que para los efectos se llevan de los 
instrumentos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en forma 
atenta, se indican las observaciones siguientes: 


Operaciones reportadas por el Custodio BCR: 


Se presenta unas diferencias entre el dato del Poder Judicial y la información remitida 
por el custodio en cupones por la suma de: -¢20,032,139.12, -$510.85 y 144.76 en 
UDES.  


 


II. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES 


 
En términos generales se considera que los resultados del análisis comparativo de 
instrumentos son satisfactorios, con excepción de la conciliación de los cupones, 
siendo que las diferencias más significativas se deben a: 
 


 El Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), remite estado de cuenta que no 
contiene toda la información necesaria, para conciliar con el sistema de cartera 
de inversiones (SCI). 


 
 En algunos cupones, se presentan diferencias entre el monto del Poder Judicial 


y el contenido en los estados de cuenta del BCR.    
 


Asimismo, como seguimiento se remite comunicación al custodio, respecto a las 
diferencias detectadas producto del proceso de conciliación. 
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En complemento a lo anterior, se determinó que las diferencias encontradas son 
justificables, toda vez que existe un compromiso formal por parte del custodio a 
subsanar lo detectado, al corte del mes de setiembre 2021.  
 
 
 
 
 
 
 


Lic. Fabián Salas Fernández 
Jefe, a.i. Proceso Financiero 
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                           Secretaría General

San José, 06 de julio de 2021

N° 5944-2021

Al contestar refiérase a este # de oficio





Señor

MPM. Oslean Mora Valdez, Director Interino

Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 

Pensiones del Poder Judicial



Estimado señor:





Para su estimable conocimiento y fines consiguientes, le transcribo el acuerdo tomado por la Corte Plena, en sesión N° 28-2021 celebrada el 05 de julio de 2021, que literalmente dice:



[bookmark: _Toc76117552]“ARTÍCULO VI



SE CONECTA AL SISTEMA DE VIDEO CONFERERENCIA EL MAGISTRADO AGUIRRE



Documento N° 838, 6637-2021



En sesión N° 26-2021 celebrada el 28 de junio del 2021, artículo IV, se conoció la renuncia del máster Mauricio Villalta Fallas, como representante titular de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial por parte del Colectivo Judicial y se comunicó al Tribunal Electoral Judicial la renuncia del máster Villalta Fallas con el fin de que se proceda a realizar el proceso para la elección en la plaza mencionada.



La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 627-2021 del 25 de junio del 2021, comunican el acuerdo tomado en sesión N° 26-2021 celebrada el 21 de junio del 2021, artículo III, en el cual aceptaron la renuncia del máster Mauricio Villalta Fallas, como representante titular de esa Junta Administradora.



Se acordó: Tener por conocido el acuerdo tomado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 26-2021 celebrada el 21 de junio del 2021, artículo III, en el que comunican la admisión de la renuncia del máster Mauricio Villalta Fallas, como representante titular de esa Junta Administradora y hacerles de su conocimiento que esta Corte en sesión N° 26-2021 de 28 de junio de 2021, artículo IV, entre otros puntos acordó tener por conocida la renuncia y comunicarlo al Tribunal Electoral Judicial con el fin de que se proceda a realizar el proceso para la elección en la plaza mencionada. Se declara acuerdo firme.”



Atentamente, 









Licda. Silvia Navarro Romanini

Secretaria General

						Corte Suprema de Justicia
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